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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	09-12835-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Blasa Margarita Angulo Angulo
	01-09-09
	SUSPENSIÓN DE PENSIÓN POR MATRIMONIO

-Artículo 17 de la Ley No. 1922 del 05 de agosto de 1955.

Acusa que le suspendieron la pensión porque se casó.

 

	09-13159-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal Segundo Civil, Sección Primera
	04-09-09
	SUSPENCIÓN DE LA NOTIFICACIÓN AL DEMANDADA REBELDE

-Artículo 16 de la Ley de Notificaciones. 

Se solicita que se determine si es inconstitucional la supresión de la notificación a la persona demandada rebelde, de la sentencia de primera instancia, porque le impide el acceso a la segunda instancia, lo que considera violatorio del derecho de defensa y de tutela judicial efectiva. 



	09-13160-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Johnny Araya Monge

Alcalde de San José
	04-09-09
	JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES

-Jurisprudencia del Tribunal Supremo de Elecciones relativa a la pérdida de credenciales de los Alcaldes y regidores municipales, por no residir en el mismo cantón en donde ejercen sus cargos. Resoluciones No. 2158-E-2007 Y 2712-M-2009



	09-13142-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Roberto Quirós Padilla
	03-09-09
	INCIDENTES Y SUSPENSIÓN DEL REMATE

-Artículo 654 del Código Procesal Civil.

La norma señala que no obstante que antes de efectuarse el remate se presentare, por parte del ejecutado, algún incidente que tienda a suspenderlo o que produzca ese resultado, la subasta se llevará a cabo; pero se advertirá a los interesados que la venta se hace a reserva de que se aprobará o improbará, según que se admita o rechace por el tribunal la articulación promovida. Igual regla se observará cuando se haya ordenado instruir proceso penal por la falsedad del documento base de la ejecución, caso en el cual el remate no se aprobará mientras no esté definido el proceso penal, y quedará a opción del rematante mantener o no la propuesta. Si después de verificado un remate se promoviere un incidente para anularlo, no se le dará curso, y el remate se tendrá por firme y valedero en el caso de que un tercero fuera el comprador. Sólo se oirá el incidente, si el rematante fuere alguna de las partes o si el rematante extraño al proceso hubiere cedido, en los tres días siguientes al remate, su derecho a una de las partes. El remate no se suspenderá sino cuando así lo pida el ejecutante.



	09-13277-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Anaís Hernández Monge
	07-09-09
	AUDIENCIAS PUBLICAS DE SETENA

-Artículo 56 del Decreto Ejecutivo No. 31849-MINAE-SALUD-MOPT-MAG-MEIC.

-Artículo 95 de la Ley de Biodiversidad.

-Resolución No. 1778-2009 SETENA de las 8:00 horas del 29 de Julio del 2009.

Se acusa que no se hace audiencia pública en el Proyecto Hidroeléctrico Reventazón, aduciendo que no es necesaria, negándosele su derecho a manifestarse sobre el mismo. 

	09-13277-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Anaís Hernández Monge
	07-09-09
	AUDIENCIAS PÚBLICAS DE SETENA

-Artículo 56 del Decreto Ejecutivo No. 31849-MINAE-SALUD-MOPT-MAG-MEIC.

-Artículo 95 de la Ley de Biodiversidad.

-Resolución No. 1778-2009 SETENA de las 8:00 horas del 29 de Julio del 2009.

Se acusa que no se hace audiencia pública en el Proyecto Hidroeléctrico Reventazón, aduciendo que no es necesaria, negándosele su derecho a manifestarse sobre el mismo. 



	09-13557-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Arnoldo Meza Mora
	09-09-09
	APELACIÓN DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN

-Interpretación del artículo 10 de la Ley de Violencia Doméstica, de denegar ipso jure cualquier tipo de recurso, lo que considera contrario al artículo 41 de la Constitución Política. La norma señala que la aplicación de medidas una vez planteada la solicitud, la autoridad competente ordenará, de inmediato, aplicar cualquiera de las medidas de protección solicitadas y contra esta resolución no cabrá recurso alguno. 



	09-13671-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alvaro Acuña Prado
	10-09-09
	AUDIENCIA PÚBLICA EN ASUNTOS DE LEY CONTRA LA CORRUPCIÓN

-Articulo 10 párrafo tercero de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. No. 8422 del 06 de octubre del 2004. Publicada en la Gaceta No. 212 del 29 de octubre del 2004.

La norma señala que las comparecencias  por infracciones al Régimen de Hacienda Pública, serán orales y públicas, aunque el órgano director podrá, mediante resolución fundada, declararlas privadas por razones de decoro e intimidad de las partes o de terceros. Considera el accionante inconstitucional que la audiencia oral y privada de la Ley General de Administración Pública, haya sido excepcionada, por la norma impugnada. 



	09-13677-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Joaquín Rojas Guzmán
	11-09-09
	REQUISITOS PARA LA PENSIÓN POR INVALIDEZ

-Artículo 24 de la reforma al Reglamento de Invalidez Vejez y Muerte de la CCSS. 

Acusa que se le niega la pensión porque no ha cotizado los últimos 24 meses, aún cuando tiene 60 cuotas. En caso de invalidez, tendrá derecho a una pensión proporcional el trabajador que se invalide habiendo cumplido 60 cuotas mensuales y que no cumpla con los requisitos establecidos en la tabla del artículo 6º de este Reglamento. Esta pensión se determina como la proporción entre el número de cuotas aportadas y el número de cuotas requeridas según el artículo 6º, multiplicada por el monto de pensión que le hubiese correspondido si hubiera cumplido con los requisitos de edad y cotización.



	09-13713-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Leonel Alvarado Montero
	11-09-09
	PLAZO DE CADUCIDAD PARA RECONOCIMIENTO DE UNIÓN DE HECHO.

-Artículo 243 párrafo 2 del Código de Familia. Ley No. 7532 del 08 de agosto de 1995. Publicada en La Gaceta No. 162 del 28-08-1995.

Para los efectos indicados en el artículo anterior, cualquiera de los convivientes o sus herederos podrá solicitar al Tribunal el reconocimiento de la unión de hecho. La acción se tramitará por la vía del proceso abreviado, regulada en el Código Procesal Civil, y caducará en dos años a partir de la ruptura de la convivencia o de la muerte del causante. 

	09-13815-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	María Lorena Chinchilla Arias
	16-09-09
	COBRO POR PERMISO SANITARIO A CASINOS

-Artículo 4 del Reglamento para el Otorgamiento de Permiso Sanitario de Funcionamiento a los Casinos de Juegos. Decreto Ejecutivo No. 34580-S. 

La norma señala que para el correspondiente trámite de otorgamiento o renovación del Permiso Sanitario de Funcionamiento por parte del Área Rectora de Salud correspondiente, la persona interesada deberá pagar $5.000 dólares. El accionante considera que el cobro no es más que una tasa impuesta mediante reglamento. 



	09-13854-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Juan Carlos Varela Muñoz
	16-09-09
	PERMISOS PARA SERVICIO DE TRANSPORTES ESPECIALES

-Artículos 129 inciso ch), 112 y 200 de la Ley de  Tránsito. 

Se acusa que las normas impugnadas limitan la libertad de empresa y de trabajo, porque exigen que para la actividad de transporte de personas en modalidad de servicios especiales, un permiso del Consejo de Transporte Público, que implica un proceso de muchos meses.

 

	09-13856-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Adela Mora Mata
	17-09-09
	APLICACIÓN DEL REGLAMENTO A LA LEY DE ZONA MARITIMO TERRESTRE

-Artículo 2 incisos f) y h) del Decreto Ejecutivo 7841-P. Reglamento a la Ley Sobre Zona Marítimo Terrestre.

La norma impugnada señala que para los efectos del presente reglamento, se entenderá por: f) Ría: Parte del río próxima a su entrada en el mar y hasta donde llegan las mareas; h) Litoral: Orilla o costa del mar, que se extiende por las rías y esteros permanentes hasta donde éstas sean sensiblemente afectadas por las mareas y presenten características marinas y definidas. El recurrente acusa que se está aplicando esta norma a una propiedad que tiene en el sector de Punta Mala de Osa, a la cual se le debe aplicar la Ley Forestal, pues por su ubicación no es zona marítimo terrestre. 

 

	09-13916-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Federico Brealey Zamora
	17-09-09
	EXCEPCIONES PARA EJERCER EL NOTARIADO

-Artículo 5 inciso d) del Código Notarial. Ley No. 7764

La norma impugnada señala: “Se exceptúan de la prohibición contenida en el inciso f) del artículo anterior: d) Los funcionarios de los Poderes Ejecutivo y Legislativo, las instituciones públicas y municipalidades, contratados a plazo fijo, excluidos del Régimen de Servicio Civil y que no gocen de sobresueldo ni compensación económica de ninguna clase por prohibición o dedicación exclusiva, siempre que no exista superposición horaria ni disposición en contrario, en la legislación reguladora del órgano o institución donde se presten los servicios. En este caso, se le suspende como notario, indicando que la norma exceptúa únicamente a quienes laboran contratados a plazo fijo. 



	09-14039-0007-CO

***

Acción de Inconstitucionalidad


	Alberto Baraquisio Lestón

Inmobiliaria Luz Clarita S.A.


	18-09-09
	RESTRICCIÓN VEHÍCULAR APLICADA A VEHÍCULOS DE CARGA

-Decreto Ejecutivo No. 35379-MOPT y por conexidad, el numeral 1 del Decreto Ejecutivo número 34583-MOPT del 19 de junio del 2008. Publicado en La Gaceta No. 123 del 26-06-2008.

Se cuestiona la razonabilidad técnica de la restricción vehicular, la cual se aplica a vehículos de trabajo.

 

	09-14008-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Enoc López
	18-09-09
	PATENTES EN CORONADO SOLO SE DAN A COSTARRICENSES

-Artículo 2 de la Ley No. 6587. Ley de Patentes.

-Artículo 7 del Reglamento de Licencias Municipales para las ventas ambulantes y estacionarias en el Cantón de Vásquez de Coronado. 

Las normas impugnadas señalan que sólo se podrán otorgar patentes a costarricenses por nacimiento o por naturalización. 



	09-14152-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Edgar Danilo Rodríguez Montero
	21-09-09
	ACUERDO DE UNIVERSIDAD ESTATAL A DISTANCIA SOBRE CARRERA DE PRIVADOS DE LIBERTAD.

- Acuerdo No. CR-2009-273 del Consejo de Rectoría de la Universidad Estatal a Distancia, incluido en la sesión No. 1577-2009, Artículo II, inciso 5) del 30 de marzo del 2009. 

No permiten que los privados de libertad de los centros penitenciarios lleven la carrera de Ingeniería en Informática, pues se necesita del acceso constante a una computadora y a Internet. Lo anterior, se considera violatorio de los derechos a la educación de los privados de libertad. 



	09-14162-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Walter Acuña Navarro
	21-09-09
	SE CUESTIONA LA UBICACIÓN DE JUZGADOS Y  TRIBUNALES NOTARIALES EN EL PODER JUDICIAL

-Artículos 138, 141, 169 y 171 del Código Notarial. Publicado en La Gaceta No. 98. Alcance 17 del 22-05-1998.  

Se solicita la declaratoria de inconstitucionalidad de la creación y adscripción de los juzgados y tribunales notariales al Poder Judicial. Se considera que no es competencia del Poder Judicial ver los asuntos del régimen disciplinario de los notarios.  

	09-14211-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Jiménez Cordero
	22-09-09
	INVASIÓN DE ÁREAS DE PROTECCIÓN

-Artículo 58 inciso a) de la Ley Forestal No. 7575. 

La norma señala que se impondrá prisión de tres meses a tres años a quien invada un área de conservación o protección, cualquiera que sea su categoría de manejo, u otras áreas de bosques o terrenos sometidos al régimen forestal, cualquiera que sea el área ocupada; independientemente de que se trate de terrenos privados del Estado u otros organismos de la Administración Pública o de terrenos de dominio particular. Se acusa que ha sido interpretada, a juicio del accionante en forma errada, pues se sanciona la invasión de un área de protección de cualquier cause.



	09-14286-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Alfredo Medrano Steele
	23-09-09
	APELACION EN PROCESOS LABORALES DE MENOR CUANTIA.

-Artículo 10 de la Ley 3664 del 05 de enero de 1966. Ley que Regula el Proceso Laboral en Negocios de Menor Cuantía. 

La Norma impugnada señala que no cabrá recurso alguno contra las resoluciones dictadas en esta clase de juicios, salvo el de apelación en el caso de la sentencia a que se refiere el artículo 6. Dicho recurso se admitirá ante el respectivo Juez de Trabajo. Las sentencias dictadas conforme a la presente ley no serán consultables.



	09-14154-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Edgar Danilo Rodríguez Montero
	21-09-09
	RESOLUCIÓN JUDICIAL

-Resolución judicial del Juzgado Segundo de Familia del Primer Circuito Judicial de San José.

Señala el recurrente que se encuentra disconforme con la resolución emitida por la autoridad jurisdiccional recurrida, pues dispuso que no se encuentra legitimado para accionar en procura de establecer la paternidad de su hermano a favor de su presunto sobrino. Asimismo, acusa que la madre del menor, no declaró la paternidad ante el Registro Civil al momento del nacimiento del niño, por lo que considera que estas acciones se fundan en un menoscabo en perjuicio del menor por negarle la afiliación, lo que violenta el reconocimiento social que ello implica, así como sus derechos parentales.


	09-14701-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Manuel Antonio Brenes Corrales
	29-09-09
	DOS PENSIONES POR INVALIDEZ PARA UNA MISMA FAMILIA

-Artículo 55 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social.

-Artículo 7 del Reglamento del Régimen no Contributivo de la CCSS

Se niega la pensión por invalidez, porque la madre del solicitante tiene una. 



	09-14691-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ricardo Robles Badilla
	29-09-09
	PÉRDIDA DE PENSIÓN SI SE CONTRAJO NUEVAS NUPCIAS

-Artículo 11 inciso a) del la Ley No. 2248. Ley de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional. Modificado por Ley No. 7268. 

La norma señala que “Los derechos concedidos por el artículo 7 de esta ley, se extinguirán: a) Para el conyugue supérstite, desde que contrajo nuevas nupcias.

 

	09-14703-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Manuel Antonio Brenes Corrales
	29-09-09
	MONTO DE PENSIÓN

-Artículo 55 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social.

Se impugna monto de pensión, pues no le tomaron en cuenta sus mejores salarios y el monto quedó muy bajo.  



	09-14730-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mario Guillermo Benítez Escobar
	30-09-09
	SE IMPUGNA PROCESO DE EXTRADICIÓN

Se impugna extradición de salvadoreño y se acusa que la Convención de Extradición Centroamericana aún no ha sido ratificada por El Salvador. Impugna además el voto 15209-09 de la Sala Constitucional. 




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	09-008797-0007-CO

Voto 2009-14015
	01-09-09
	A las catorce horas con treinta y tres minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José en contra del Artículo 130 bis del Código Penal. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 130 bis del Código Penal no resulta contrario a los principios de lesividad y tipicidad.- 

Los Magistrados Calzada y Armijo salvan el voto y declaran la inconstitucionalidad de la norma consultada.- 

Vargas Consigna nota.-



	09-005543-0007-CO
Voto  2009-14016
	01-09-09
	A las catorce horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Municipalidad de Nandayure en contra del Artículo 2 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República No. 6815 del 27-09-1982 y sus reformas y Opinión Jurídica No. OJ-096-2005 del 14 de julio del 2005 y Dictamen C-234-2006 del 07-06-2006. Se rechaza por el fondo la acción. Notifíquese a la Procuraduría General de la República.-

	09-11342-0007-CO
Voto  2009-14017
	01-09-09
	A las catorce horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juana María Evans Richard en contra de los Artículos 4 y 12 Procedimiento para el cobro del consumo de Energía Eléctrica No Facturada y Tratamiento y Usos Ilícitos de Energía. Se rechaza de plano la acción.-

	09-11354-0007-CO
Voto  2009-14018
	01-09-09
	A las catorce horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Joaquín Salazar Rojas, José Manuel Echandi Meza. Mario Quirós Lara, Marvin Rojas Rodríguez, Patricia Romero Barrientos en contra de la Aplicación de la Norma Técnica del Seguro de Riesgos del Trabajo emitida por el Instituto Nacional de Seguros. Se rechaza de plano la acción.-

	09-11074-0007-CO
Voto  2009-14019
	01-09-09
	A las catorce horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Roberto Soto Salazar en contra del Artículo 171 del Código Procesal Penal. Se rechaza por el fondo la acción.- 

Los Magistrados Vargas y Jinesta salvan el voto y ordenan darle curso.-



	09-10096-0007-CO
Voto  2009-14020
	01-09-09
	A las catorce horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Umtata Sociedad Anónima en contra del Artículo 62 de la Ley 7530. Ley de Armas y Explosivos del 10-07-1995. Se rechaza por el fondo la acción.-

	09-11343-0007-CO
Voto  2009-14021
	01-09-09
	A las catorce horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Blanca Cecilia Briceño Bustos en contra de los Artículos 158 y 164 párrafo segundo del Código Notarial. Se rechaza por el fondo la acción.-

	09-06434-0007-CO
Voto  2009-14022
	01-09-09
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cristina María Arguedas Álvarez en contra de los Artículos 69, 72 y 242 del Código de Familia. Se declara sin lugar el recurso de revocatoria.-

	08-10781-0007-CO
Voto  2009-14023
	01-09-09
	A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Álvaro Francisco Ugalde Víquez, Mario Andrés Boza Loría en contra del Decreto Ejecutivo No.34295-MINAE. “Manual para Clasificación de tierras dedicadas a la conservación de los recursos naturales dentro de la zona marítimo terrestre de Costa Rica. Se adiciona el Voto No. 2009-013072 de las 14:30 horas de 19 de agosto de 2009 en el siguiente sentido: "Notifíquese al Presidente de la República y al Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones".-

	08-14154-0007-CO
Voto  2009-14024
	01-09-09
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  José Manuel Echandi Meza en contra del Artículo 36 del Reglamento de la Asamblea Legislativa. Se declara sin lugar la acción.- La Magistrada Calzada Miranda y el Magistrado Armijo Sancho salvan el voto y declaran la inconstitucionalidad por omisión en voto separado.- 

De igual forma el Magistrado Cruz Castro salva el voto y declara la inconstitucionalidad por omisión.-



	05-10585-0007-CO
Voto  2009-14025
	01-09-09
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Manuel Ugarte Brenes en contra del Artículo 56 de la Ley 7523. Se declara sin lugar el recurso.-

	09-12269-0007-CO
Voto   2009-14026

	01-09-09
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Julio Alberto Bustos Valderrama en contra de la Ley 8668, Regulación de la Extracción de Materiales de Canteras y Cauces de Dominio Público de las Municipalidades. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 09-009190-0007-CO se tramita ante esta Sala.-

	08-07911-0007-CO
Voto  2009-14027
	01-09-09
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Asesoría ASEPRO DE CENTROAMERICA Sociedad Anónima en contra del Artículo 100, inciso a) de la Ley de Contratación Administrativa, Ley número 7494 del dos de mayo de mil novecientos noventa y cinco y artículo 215 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, Decreto número 33411-H del veintisiete de setiembre de dos mil seis. Se declara parcialmente con lugar la acción.- En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "y aplicará a todo el sector público" contenida en el párrafo segundo del artículo 215 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, Decreto número 33411-H del veintisiete de setiembre de dos mil seis. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo y a la Contraloría General de la República.- Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial la Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial.- En lo restante, se declara sin lugar la acción planteada.- Notifíquese.-

	09-10362-0007-CO
Voto  2009-14028
	01-09-09
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Álvaro Pinto Pinto, Manuel Antonio Portuguez Benedettini en contra de los Artículos 104 y 105 del Código Procesal Penal. Se rechaza por el fondo la acción. En cuanto a la interpretación y aplicación de lo dispuesto en los artículos 104 y 105 del Código Procesal Penal se rechaza de plano.- 

La Magistrada Abdelnour y Armijo salvan el voto y ordenan dar curso a la acción.-



	09-06335-0007-CO
Voto  2009-14279
	09-09-09
	A las quince horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Dolores Ramírez Bonilla en contra del Artículo 43 párrafo 1ero y 2do del Estatuto de Servicio Civil, Artículo 43 inciso d) del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. Ley No. 1581 del 0-05-1953 y sus reformas.- Artículo 94 del Decreto Ejecutivo No. 33270-C. Se rechaza de plano la acción.-

	09-02994-0007-CO
Voto  2009-14280
	09-09-09
	A las quince horas con once minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Enrique Montoya Morales, Edwin Quirós González, Estrella Madrigal Jiménez, Ana Grace Mora Muñoz y Amancio Rojas Retana en contra de la Cláusula 8, 9, 10, 11, 13, 15 y 19 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Municipalidad de Puriscal y sus trabajadores, aprobada el veintisiete de agosto de mil novecientos ochenta y dos. Se rechaza de plano la acción en relación con las cláusulas, novena, décima, décimo primera y décimo tercera de la Convención Colectiva de Trabajo de la Municipalidad de Puriscal y sus trabajadores, aprobada el veintisiete de agosto de mil novecientos ochenta y dos.- En cuanto las restantes cláusulas impugnadas, a saber, octava, décimo quinta y décimo novena,  se declara sin lugar la acción planteada.- Notifíquese.- 

Los Magistrados Calzada Miranda y Jinesta Lobo salvan el voto y rechazan de plano en su totalidad la acción planteada por razones separadas.-



	09-01795-0007-CO
Voto  2009-14281
	09-09-09
	A las quince horas con doce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edwin Duartes Delgado en contra del Artículo 144 Inciso E) del Código Notarial. Se declara sin lugar la acción.-

	09-12351-0007-CO
Voto  2009-14286
	09-09-09
	A las quince horas con diecisiete minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de Ley “Aprobación del Acuerdo Internacional del Café de 2007”. Se evacua la consulta referente al proyecto de ley "Aprobación del Acuerdo  Internacional del Café de 2007", que se tramita en el expediente legislativo número 17.262, en el sentido de que no se advierten vicios en el procedimiento ni disposiciones contrarias a la Constitución Política.-

	08-08787-0007-CO
Voto  2009-14288
	09-09-09
	A las quince horas con diecinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Justicia Para La Naturaleza en contra del Artículo 7 último párrafo de la Ley de Conservación de la Vida Silvestre. No. 7317 del 30-10-92. Se declara con lugar la acción y, en consecuencia, se anulan por inconstitucionales las palabras "creación y" del párrafo final del artículo 7 de la Ley de Protección de Vida Silvestre, Ley No. 7317, publicada en La Gaceta No. 235 del 7 de diciembre de 1992. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las situaciones jurídicas consolidadas. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese.-

	08-04934-0007-CO
Voto  2009-14289
	09-09-09
	A las quince horas con veinte minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Cristóbal Figueroa Landi en contra del Artículo IV Párrafo I y II, Artículo VII Inciso h) y los Transitorios II y III del Decreto Ejecutivo N° 34295-MINAE. Se adiciona el Voto No. 2009-13073 de las catorce horas treinta y un minutos del diecinueve de agosto de dos mil nueve, en el siguiente sentido: "Notifíquese al Presidente de la República y al Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones".-

	08-06668-0007-CO
Voto  2009-14290
	09-09-09
	A las quince horas con veintiún minutos. Consulta Legislativa. Alberto Salom Echeverría y otros en lo referente al Proyecto de Ley Reguladora del Mercado de Seguros, Expediente Legislativo Número 16305. No ha lugar a la gestión formulada.-



	09-09561-0007-CO
Voto   2009-14347
	16-09-09
	A las quince horas con dieciocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Allen Vega Pérez, Edgar Marín Solano, Luis Gerardo Rodríguez Alfaro, Marta Carvajal Poveda, Olman Barrantes Mora, Víctor Vásquez Acevedo en contra de los Artículos 7 y 8 de la Ley N°3724 Ley de Salario y Régimen de Meritos de la Contraloría General de la República. Se rechaza de plano la acción.-

	09-08351-0007-CO
Voto  2009-14348
	16-09-09
	A las quince horas con diecinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Miguel Ángel Valverde Mora en contra de la Norma 66-C de la Ley del Impuesto sobre la Renta. No. 7092. Se rechaza de plano la acción.-

	09-12257-0007-CO
Voto  2009-14372
	16-09-09
	A las quince horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Rodríguez Fonseca en contra del Convenio para crear una nomenclatura de grados y títulos de la Educación Superior Universitaria Estatal, específicamente donde establece los requisitos de ingreso para las personas que opten por una maestría dentro del nivel de posgrado. Se rechaza de plano la acción.-

	09-11951-0007-CO
Voto  2009-14381
	16-09-09
	A las quince horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Belisario Pérez Jiménez en contra del Artículo 145 inciso c) del Código Notarial. Se rechaza por el fondo la acción.-

	09-12027-0007-CO
Voto  2009-14382
	16-09-09
	A las quince horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Montaña de Ensueño B Cincuenta y Dos S.A. en contra del Artículo 217 párrafo 3 del Código Procesal Civil. Se rechaza de plano la acción.-

	09-12069-0007-CO
Voto  2009-14384
	16-09-09
	A las quince horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Roubik Ebrahimi en contra del Artículo 7 Ley de Imprenta. Se rechaza por el fondo la acción.- 

Los Magistrados Calzada y Vargas  salvan el voto e interlocutoriamente declaran con lugar la acción.-



	09-10285-0007-CO
Voto  2009-14387
	16-09-09
	A las quince horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juana Paola Posada Castro en contra del Artículo 2 de la Ley de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares. No. 5662. Se rechaza por el fondo la acción.-

	09-10776-0007-CO
Voto  2009-14388
	16-09-09
	A las quince horas con cincuenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Eugenio Araya Mora en contra del Artículo 10 de la Ley que regula el proceso laboral de negocios de menor cuantía. No. 3664. Se rechaza por el fondo la acción.-

	08-16290-0007-CO
Voto  2009-14391
	16-09-09
	A las dieciséis horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fundación Mundo de Oportunidad en contra del Decreto Ejecutivo No. 34206-MEP del 14-12-2007. Se declara parcialmente con lugar la acción. Se anula el artículo 1 del Decreto número 34206-MEP de 14 de diciembre de 2007. En lo restante se declara sin lugar la acción con la interpretación que consta en sentencia. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma  anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento al Poder Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	06-10697-0007-CO
Voto  2009-15491
	29-09-09
	A las dieciocho horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rosa Emilia Ureña Zúñiga en contra del Artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. No ha lugar a la gestión formulada.-

	07-06845-0007-CO

Voto  2009-15503
	29-09-09
	A las dieciocho horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Iris Westin Bonilla en contra del Artículo 17 de la Ley N° 1922 del 5 Agosto de 1955. Se ordena que se notifique a las partes y se comunique a la Asamblea Legislativa la sentencia No. 2008-16976 de las 14:54 hrs. de 12 de noviembre de 2008, tal y como aparece a folio 109 del expediente No. 07-006845-0007-CO. Adicionalmente, se ordena la corrección de los registros informáticos. Notifíquese.- 

Nota Calzada.-




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	09-11542-007-CO
	Laura Bonilla Herrero y Jeffry García Soto, como apoderados especiales judiciales de Aros de Bicicleta Costa Rica, Sociedad Anónima, para que se declare inconstitucional el Transitorio del “Plan Regulador para el Cantón de Belén”, aprobado por acuerdo del Concejo Municipal de Belén, en sesión Nº 16 del 13 de marzo del 2007.

Resolución de 13:45 horas del 20 de agosto del 2009
Boletín judicial 172, 173, 174 del 03, 04 y 08 de setiembre del 2009.


	SUSPENSIÓN DE CONSTRUCCIONES EN EL CANTÓN DE BELÉN

El transitorio se impugna específicamente en cuanto “suspende inmediatamente, en general, el otorgamiento de disponibilidad de agua y permisos de construcción, a los proyectos de desarrollo habitacional, comercial e industrial, en condominios o urbanización, por el tiempo necesario para actualizar y poner en ejecución el nuevo Plan Regulador para el Cantón de Belén, a la luz de los nuevos elementos conocidos”. Consideran los accionantes que la disposición impugnada, que no establece plazo alguno para que se apruebe el nuevo plan regulador y que, por ende, suspende indefinidamente los referidos otorgamientos, es contraria a los mencionados principios y preceptos constitucionales. 

	09-08376-007-CO
	Eugenio Jiménez Bonilla y Otros, para que se declare inconstitucional el artículo 7 inciso e) del Código Notarial, Ley número 7764.
Resolución de 13:30 horas del 26 de agosto del 2009
Boletín judicial 177, 178, 179 del 10, 11 y 14 de setiembre del 2009.


	PROHIBICIONES PARA NOTARIOS 

La norma se impugna en cuanto introduce una odiosa desigualdad y un parámetro discriminatorio en contra de los notarios públicos que no existe para otros profesionales, restringiéndoles su derecho al trabajo y a la participación en igualdad de condiciones en cualquier tipo de contratación que promuevan las instituciones estatales descentralizadas y empresas públicas estructuradas como entidades privadas. El principio de libre concurrencia e igualdad que debe respetarse en cualquier contratación administrativa, se ve lesionado por el artículo impugnado, que limita sin justificación alguna y en forma discriminatoria  la participación de un grupo de notarios públicos en licitaciones de cualquier tipo, favoreciendo a otro grupo de los mismos profesionales. Finalmente, limita el derecho al trabajo de quienes son notarios sin ninguna razón objetiva-.



	09-10624-007-CO
	Lucía Lujan Gallegos, para que se declaren inconstitucionales los artículos 27 inciso d) y 52 del Reglamento del Seguro de Salud de la Caja Costarricense del Seguro Social.

Resolución de 14:45 horas del 21 de agosto del 2009
Boletín judicial 177, 178, 179 del 10, 11 y 14 de setiembre del 2009.


	AYUDA PARA GASTOS DE FUNERAL QUE DA LA CCSS

La normas se impugnan en cuanto sólo contemplan, dentro de sus supuestos de hecho, el reconocimiento de los gastos de funeral a favor del asegurado directo, su cónyuge o su compañero o compañera, con lo cual, dejan de lado a otras partes que también merecen este beneficio. Explica que, en su caso particular, el 28 de octubre de 2008 presentó un reclamo administrativo ante la Caja Costarricense del Seguro Social, a fin de solicitar la ayuda para el pago del funeral de su hija, una menor de nombre María Fernanda Dobles Luján, quien falleció el 19 de octubre de 2008 en el Hospital Nacional de Niños a consecuencia de un shock mixto, una perforación gástrica y una isquemia intestinal. No obstante lo expuesto, aduce que por medio del  oficio No. ARSS-323-08 del primero de diciembre de 2008, el Jefe del Área de Regulación del Seguro de Salud de la Caja Costarricense del Seguro Social denegó su petición, bajo el alegato que a tenor de las prescripciones de los ordinales 27 y 52 del Reglamento del Seguro de Salud, las ayudas económicas para gastos de funeral sólo procedían en caso de fallecimiento del asegurado directo, su cónyuge o, su compañero o compañera. Bajo ese entendido, estima que con esta regulación se violentan los derechos fundamentales estatuidos en los numerales 33 y 51 de la Constitución Política, así como el artículo 26 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Argumenta que la norma 51 establece a la familia como fundamento de la sociedad, por lo que ese núcleo tiene derecho a una protección especial de parte del Estado, defensa que se fortalece en el caso particular de las madres y los niños. Arguye que al omitir la tutela de esa ayuda económica a favor de los menores de edad y de las madres solteras, se viola esta prerrogativa, con lo que se causa una discriminación hacia estos sectores de la población. En consecuencia, cuestiona que la norma excluye de su aplicación a los hijos menores de edad de los asegurados directos, y ni siquiera establece como requisito para los otros supuestos, la dependencia económica. 

	09-10666-007-CO
	José Rafael Cordero González, para que se declare inconstitucional el párrafo segundo del artículo 22 de la Ley de Contratación Administrativa.

Resolución de 14:15 horas del 26 de agosto del 2009
Boletín judicial 177, 178, 179 del 10, 11 y 14 de setiembre del 2009.


	PROHIBICION PARA CONTRATAR CON LA ADMINISTRACIÓN

La norma se impugna en cuanto en criterio del accionante, otorga un trato discriminatorio sin justificación razonable a quienes se encuentran en la situación prevista en el párrafo segundo de la norma cuestionada, respecto de aquellos otros a quienes la causal sobreviniente de prohibición ocurre después de haber sido adjudicados. A su juicio, los oferentes de una licitación que se inició sin que existiera la prohibición del artículo 22 de la Ley de Contratación Administrativa y los adjudicatarios de una licitación en firme que no han iniciado la ejecución del contrato, se encuentran en la misma situación de hecho respecto de una causal sobreviniente de prohibición para contratar con el Estado o sus instituciones, pues en ambos casos se debe tutelar el principio constitucional de transparencia administrativa. Por consiguiente, no hay justificación razonable para otorgarle un trato diferenciado y discriminatorio a los primeros. El párrafo tercero de la misma norma resuelve satisfactoriamente el eventual problema, pero sólo lo circunscribe a los oferentes que ya han sido adjudicatarios de la licitación. La norma impugnada, en vez de adoptar la misma solución para quienes todavía no son adjudicatarios, pero presentaron su oferta cuando la causal de prohibición no existía, los saca del concurso. Este tratamiento es discriminatorio, carece de fundamentación razonable y por ello la norma viola el principio de igualdad. En cuanto a la infracción de los principios constitucionales de razonabilidad y proporcionalidad, señala que la disposición no es necesaria, pues aunque tiende a proteger un bien de la colectividad de gran importancia, como lo es la transparencia administrativa, ese interés público no va a verse lesionado si se toman las medidas adecuadas durante la ejecución del contrato, como las señaladas en el tercer párrafo. Por el contrario, la norma que se objeta lesiona importantes derechos fundamentales de los oferentes no adjudicatarios, como son el principio de igualdad ante la ley y el derecho al trabajo. Tampoco es idónea, pues existen otros mecanismos que en mejor manera solucionan la necesidad existente, pudiendo algunos cumplir con la finalidad propuesta, sin restringir el disfrute del derecho en cuestión. No es tampoco proporcional, ya que existe una desproporción entre la finalidad perseguida por la norma -evitar injerencias indebidas de parientes en favor de los oferentes- respecto de los medios utilizados -eliminación de la oferta del pariente ofertante-.

	09-09272-007-CO
	Fabio Enrique Delgado Hernández, en su condición de Presidente del Partido Rescate Nacional y Rafael Varela Granados,  como Secretario General del Partido Unión Patriótica, para que se declaren inconstitucionales el Decreto TSE-06-2009 aprobado en sesión ordinaria número 54-2009 del 4 de junio del 2009 "Reglamento de notificaciones por correo electrónico para los partidos políticos", la segunda frase del artículo 104 y la frase final del artículo 105, ambos de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y Registro Civil.

Resolución de 14:17 horas del 01 de setiembre del 2009
Boletín judicial 186, 187, 188 del 24, 25 y 28 de setiembre del 2009.


	NOTIFICACIONES POR EXPOSICIÓN QUE HACE EL TSE A LOS PARTIDOS POLITICOS.

El Decreto 06-2009 TSE se impugna por  cuanto, si bien el artículo 58 inciso o) del Código Electoral señala a los partidos su obligación de mantener un lugar para recibir notificaciones, pero ni esta norma ni el artículo 106 de la ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y del Registro Civil dicen en ningún momento que ese medio debe ser exclusivamente un correo electrónico como se pretende mediante el decreto cuestionado. Por lo anterior, y dado que ese medio no está lo suficientemente popularizado ni está al alcance de todos los partidos políticos, imponerlo como única forma de notificación de acuerdos y resoluciones del Tribunal Supremo de Elecciones, viola el derecho de los partidos de señalar una casa, un local, un fax o bien un correo electrónico según sea su conveniencia. Respecto a la segunda frase del numeral 104 y la frase final del artículo 105 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y del Registro Civil, alegan que la notificación por estrados de las resoluciones de la Dirección General del Registro Civil en materia electoral es arcaica y riñe con el derecho de los administrados de conocer por un medio cierto y seguro aquellos actos y resoluciones que les pueden afectar. Esta forma de notificar impide el ejercicio del derecho de impugnar, a no ser de que se cuente con recursos para enviar permanentemente a un funcionario que revise la pizarra todos los días a efecto de poder tener control sobre aquéllas resoluciones que les pueden perjudicar. Todas las disposiciones impugnadas a juicio de los accionantes  infringen el principio de igualdad, pues riñen con otras disposiciones de rango legal que regulan la comunicación y notificación al administrado de las disposiciones que afecten sus intereses, el derecho de defensa, que supone el derecho a ser correctamente notificado por un medio seguro, que en general respete el principio de certeza y seguridad jurídica, el derecho de asociación en partidos políticos, por cuanto debe respetarse su derecho de recibir notificaciones y comunicaciones por medios que cumplan las garantías dichas; y el derecho de petición y pronta resolución, que igual supone que se debe respetar la obligación de notificar por un medio idóneo y seguro al administrado.

	09-11671-007-CO
	Roberto Delgado Quesada, en su condición de regidor propietario de la Municipalidad de San José, contra el criterio jurisprudencial vertido en la resolución número 2158-E-2007 de las diez horas quince minutos del veintiocho de agosto del dos mil siete, dictada por el Tribunal Supremo de Elecciones.

Resolución de 15:55 horas del 10 de setiembre del 2009

Boletín judicial 186, 187, 188 del 24, 25 y 28 de setiembre del 2009.


	REQUISITOS PARA REGIDORES

Estima el accionante que ese criterio es contrario a lo dispuesto en los artículos 20, 22, 33 y 34 de la Constitución Política,  en cuanto se obliga los regidores municipales a residir en un lugar determinado. Además señala que a dicho criterio no se le dio ninguna publicidad y además, en su caso, se pretende aplicar retroactivamente. Indica que el artículo 22 del Código Municipal es claro al señalar como requisito para ser regidor, el estar inscrito electoralmente con dos años de anterioridad en el cantón en que se ha de servir el cargo, pero no se exige la residencia efectiva. Considera que para establecer una sanción como es la pérdida de credenciales en puestos de elección popular, debe existir propiamente una norma de carácter legal que establezca esa sanción y no lo puede hacer ningún ente público sin previa ley, que lo disponga expresamente. En virtud del principio democrático y de libre participación, no puede desconocerse la voluntad popular, sino bajo las normas expresas e indubitablemente establecidas por la Constitución y la ley. La Constitución no señala ningún requisito de vecindad para poder acceder a cargos municipales de elección popular. Aduce que en el expediente legislativo donde se tramitó y aprobó el Código Municipal no existe ninguna explicación acerca de la razón por la cual se cambió la redacción anterior, la cual sí establecía como requisito ser vecino del cantón en que ha de servir. El artículo 22 del Código Municipal excluye toda posibilidad de que se exija que el domicilio sea un requisito sine qua non, sólo para ser elegido regidor.


	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	172
	03 de setiembre del 2009
	Sentencia 2007-017971
Expediente 06-009116-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Julieta Mora Jiménez en contra de los artículos 9 y 10 del Reglamento para Otorgamiento de Incapacidades y Licencias a Beneficiarios del Seguro de Salud. Se declara con lugar la acción y en consecuencia, se anulan por inconstitucionales el artículo 9 y párrafo tercero del artículo 10 del "Reglamento para Otorgamiento de Incapacidades y Licencias a los Beneficiarios del Seguro de Salud" (aprobado por la Junta Directiva de la Caja Costarricense del Seguro Social, en el artículo 1 de la sesión N° 7897, celebrada el 14 de octubre de 2004 y publicado en la Gaceta N° 219 del 09 de noviembre del 2004) por considerarlos contrarios al derecho a la seguridad social, a la solidaridad, al derecho a la salud y al trabajo. Por los efectos de esta declaratoria, se dispone que la Caja Costarricense de Seguro Social deberá mantener la incapacidad mientras según criterio médico subsista el motivo de ésta. Esta sentencia tiene efecto declarativo a partir de la anulación de las normas impugnadas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial "La Gaceta" y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	177
	10 de setiembre del 2009
	Sentencia 2009-03113

Expediente 05-16470-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Quírico Jiménez Madrigal en contra de la Ley 8468 declaratoria de ciudad para las comunidades de Cahuita y Puerto Viejo del Cantón de Talamanca Limón. Se declara CON lugar la acción. En consecuencia, se anula la Ley No. 8464 "Declaratoria de ciudad para las comunidades de Cahuita y Puerto Viejo del cantón de Talamanca, provincia de Limón", del 25 de octubre del 2005. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la normativa anulada. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	190
	30 de setiembre del 2009
	Sentencia 2008-15447

Expediente 08-09127-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Marco F. Feoli Villalobos en contra de los artículos 22, 25 y 27 de la Ley de Penalización de Violencia contra las Mujeres número 8589, publicada en La Gaceta número 103 del 30 de abril de 2008. Se rechaza de plano la acción en cuanto al artículo 27 de la Ley de Penalización de Violencia contra las Mujeres, número 8589 del treinta de mayo del dos mil siete. En cuanto a los artículos 22 y 25 de esa misma Ley, se declara con lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- 

Los Magistrados Calzada, Vargas y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-



	190
	30 de setiembre del 2009
	Sentencia 2009-07398

Expediente 08-9127-0007-CO. A las quince horas con siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Marco F. Feoli Villalobos en contra de los Artículos 22, 25 y 27 de la Ley de Penalización de Violencia contra las Mujeres. No. 8589. Publicada en la Gaceta No. 103 del 30-04-2008. No ha lugar a la gestión formulada. Se adiciona de oficio la parte dispositiva de la sentencia número 15447-08 de las catorce horas cincuenta y tres minutos del quince de octubre del dos mil ocho, ordenándose la anulación de las normas declaradas inconstitucionales.-

Los Magistrados Calzada y Vargas consignan nota.- 



	190
	30 de setiembre del 2009
	Sentencia 2006-07261

Expediente 03-09633-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federico Malavassi Calvo en contra de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia se anulan los artículos 27 inciso i), 44 en su párrafo final que dice: "En casos muy especiales, a juicio de la Gerencia, la beca comprenderá la asignación de subvenciones a los padres o hermanos del beneficiario que dependen económicamente de él, de manera única y exclusiva, si los hubiere." 134 y 137 de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. El artículo 26 no es inconstitucional siempre que se interprete de conformidad a lo señalado en el Considerando IX de esta sentencia. En lo restante se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes legislativo, Ejecutivo y Judicial y al Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Seguros. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial la Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción.-




	5.      POR TANTOS PUBLICADOS


	NO. BOLETÍN
	FECHA
	VOTO

	174-175-176
	07-08-09 de setiembre del 2009
	Sentencia 2009-13073

Expediente 08-04934-0007-CO. A las catorce horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Cristóbal Figueroa Landi en contra del Artículo IV Párrafo I y II, Artículo VII Inciso H) y los Transitorios II y III del Decreto Ejecutivo N°34295-MINAE. Por unanimidad se declara inconstitucional la frase del artículo IV del "Manual para la clasificación de tierras dedicadas a la conservación de los recursos naturales dentro de la zona marítimo terrestre en Costa Rica" (Decreto Ejecutivo No. 34295 de 29 de enero de 2008) que indica lo siguiente: "IV.- (...) Si presentada la respectiva solicitud no fuere rechazada por la oficina ante la que se presentó dentro de los treinta días naturales siguientes, se tendrá por producido el silencio positivo en los términos de los artículos 330 y 331 de la Ley General de la Administración Pública (...)". Por unanimidad se declara sin lugar la acción en contra de los transitorios III y IV. Por mayoría, se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad, contra el inciso h) del artículo VII, artículo IX, inciso g) del artículo X, artículo XI y el Transitorio I  y, al interpretarse conforme a la Constitución, contra las frases "(...) y a profesionales privados debidamente acreditados por los Colegios Profesionales respectivos (...)" y "(...) y los que se proponen en los Planes Reguladores (...)", contenidas, respectivamente, en los artículos IV, párrafo primero, y Transitorio II. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.

Los Magistrados Vargas Benavides, Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y acogen parcialmente la acción, anulan por inconstitucionales las frases "...y a profesionales privados debidamente acreditados por los Colegios Profesionales respectivos..." del párrafo 1° y todo el párrafo 2° ambos del artículo IV.  En lo que se refiere al numeral VII epígrafe h) en la frase que  indica "(...) Este requisito será cumplido por los interesados públicos y/o privados debidamente acreditados quienes certificarán bajo fé pública la información consignada en los mapas y formarán parte de los documentos que deben entregarse para la revisión y aprobación del Plan Regulador Costero ante el Instituto Costarricense de Turismo y el INVU. (...)" Declaran además la inconstitucionalidad de la totalidad de los artículos IX, XI, los Transitorios I y II. Declaran además inconstitucional por conexidad lo dispuesto por el inciso g) del artículo X.-



	174-175-176
	07-08-09 de setiembre del 2009
	Sentencia 2009-13605

Expediente 09-02366-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rodrigo Rosales Arce en contra del Artículo 80 del Reglamento a la Ley de Loterías. Se declara con lugar la acción. Se anula por inconstitucional la frase "y dentro del plazo de sesenta días naturales" del artículo 80 del Reglamento a la Ley de Loterías,  Decreto Ejecutivo Nº 28529-MTSS-MP del 14 de marzo del 2000.  Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la disposición anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta sentencia en el sentido que la inconstitucionalidad declarada no afecta los premios que ya hubiesen caducado o prescrito en aplicación del mencionado plazo de sesenta días naturales, con anterioridad a la primera publicación efectuada en el Boletín Judicial número 54 del 18 de marzo del 2009, del aviso a que se refiere el párrafo segundo, del artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese a la Junta de Protección Social.- 

El Magistrado Jinesta salva el voto y declara sin lugar la acción.- 

Vargas, Abdelnour y Salazar consignan nota.-



	174-175-176
	07-08-09 de setiembre del 2009
	Sentencia 2009-13604

Expediente 08-05768-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Sindicato de Inspectores de la Caja Costarricense de Seguro Social en contra del Artículo 25 del Estatuto de Servicio de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara CON LUGAR la acción.  En consecuencia se anula por inconstitucional el artículo 25 del Estatuto de Servicio de la Caja Costarricense de Seguro Social. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-  

Los Magistrados Vargas y Jinesta declaran sin lugar la acción y dan razones diferentes.-



	174-175-176
	07-08-09 de setiembre del 2009
	Sentencia 2009-13590

Expediente 09-06254-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jeffry Madrigal Angulo en contra del Artículo 09 del Decreto Ejecutivo 12915-E-P, Manual de Procedimientos para Administrar el Personal Docente. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula el artículo 9 del Decreto Ejecutivo N° 12915-E-P, Manual de Procedimientos para Administrar el Personal Docente. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	174-175-176
	07-08-09 de setiembre del 2009
	Sentencia 2009-13606

Expediente 06-03798-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Línea Verde S.A. en contra del Artículo 15 de la Ley de Protección Fitosanitaria y Artículo 194.2 de la Ley General de Administración Pública. Se declara sin lugar la acción.- 

Los Magistrados Jinesta y Abdelnour salvan el voto y declaran con lugar la acción con sus consecuencias.-



	174-175-176
	07-08-09 de setiembre del 2009
	Sentencia 2009-13603

Expediente 07-14584-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Diretel Sociedad Anónima Laboral en contra de los Artículos 5 y 32 del Reglamento a la Ley de Correos. Se rechaza de plano la acción de Inconstitucionalidad.-



	174-175-176
	07-08-09 de setiembre del 2009
	Sentencia 2009-13587

Expediente 09-07481-0007-CO. A las catorce horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Álvaro Sagot Rodríguez y Andrea Corte en contra de la Jurisprudencia del Tribunal de Casación del Segundo Circuito Judicial de San José, en relación al artículo 103 de la Ley de Conservación de la Vida Silvestre. Se rechaza de plano la acción.-



	174-175-176
	07-08-09 de setiembre del 2009
	Sentencia 2009-13196

Expediente 06-15644-0007-CO. A las once horas con veintidós minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Damaris Arguello Sánchez en contra del Artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y la interpretación del mismo que hace el Consejo Superior del Poder Judicial. Se declara sin lugar la acción.-



	174-175-176
	07-08-09 de setiembre del 2009
	Sentencia 2009-07604

Expediente 07-03681-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luis Alonso Ortiz Zamora en contra de la Interpretación Reiterada de la Sala Primera, El Tribunal Contencioso del Término Demanda que emplea el Artículo 68.1 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. Se declara sin lugar la acción.-



	179-180-181
	14-16-17 de setiembre del 2009
	Sentencia 2009-14027

Expediente 08-07911-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Asesoría ASEPRO DE CENTROAMERICA Sociedad Anónima en contra del Artículo 100, inciso a) de la Ley de Contratación Administrativa, Ley número 7494 del dos de mayo de mil novecientos noventa y cinco y artículo 215 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, Decreto número 33411-H del veintisiete de setiembre de dos mil seis. Se declara parcialmente con lugar la acción.- En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "y aplicará a todo el sector público" contenida en el párrafo segundo del artículo 215 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, Decreto número 33411-H del veintisiete de setiembre de dos mil seis. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo y a la Contraloría General de la República.- Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial la Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial.- En lo restante, se declara sin lugar la acción planteada.- Notifíquese.-



	179-180-181
	14-16-17 de setiembre del 2009
	Sentencia 2009-14025

Expediente 05-10585-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Manuel Ugarte Brenes en contra del Artículo 56 de la Ley 7523. Se declara sin lugar el recurso.-



	179-180-181
	14-16-17 de setiembre del 2009
	Sentencia 2009-14024

Expediente 08-14154-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  José Manuel Echandi Meza en contra del Artículo 36 del Reglamento de la Asamblea Legislativa. Se declara sin lugar la acción.- La Magistrada Calzada Miranda y el Magistrado Armijo Sancho salvan el voto y declaran la inconstitucionalidad por omisión en voto separado.- 

De igual forma el Magistrado Cruz Castro salva el voto y declara la inconstitucionalidad por omisión.-



	186-187-188
	24-25-28 de setiembre del 2009
	Sentencia 2009-14288

Expediente 08-08787-0007-CO. A las quince horas con diecinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Justicia Para La Naturaleza en contra del Artículo 7 último párrafo de la Ley de Conservación de la Vida Silvestre. No. 7317 del 30-10-92. Se declara con lugar la acción y, en consecuencia, se anulan por inconstitucionales las palabras "creación y" del párrafo final del artículo 7 de la Ley de Protección de Vida Silvestre, Ley No. 7317, publicada en La Gaceta No. 235 del 7 de diciembre de 1992. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las situaciones jurídicas consolidadas. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese.-



	186-187-188
	24-25-28 de setiembre del 2009
	Sentencia 2009-14280

Expediente 09-02994-0007-CO. A las quince horas con once minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Enrique Montoya Morales, Edwin Quirós González, Estrella Madrigal Jiménez, Ana Grace Mora Muñoz y Amancio Rojas Retana en contra de la Cláusula 8, 9, 10, 11, 13, 15 y 19 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Municipalidad de Puriscal y sus trabajadores, aprobada el veintisiete de agosto de mil novecientos ochenta y dos. Se rechaza de plano la acción en relación con las cláusulas, novena, décima, décimo primera y décimo tercera de la Convención Colectiva de Trabajo de la Municipalidad de Puriscal y sus trabajadores, aprobada el veintisiete de agosto de mil novecientos ochenta y dos.- En cuanto las restantes cláusulas impugnadas, a saber, octava, décimo quinta y décimo novena,  se declara sin lugar la acción planteada.- Notifíquese.- 

Los Magistrados Calzada Miranda y Jinesta Lobo salvan el voto y rechazan de plano en su totalidad la acción planteada por razones separadas.-



	186-187-188
	24-25-28 de setiembre del 2009
	Sentencia 2009-14281

Expediente 09-01795-0007-CO. A las quince horas con doce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edwin Duartes Delgado en contra del Artículo 144 Inciso E) del Código Notarial. Se declara sin lugar la acción.-
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AMBIENTE 

15397-09.CONTAMINACIÓN AMBIENTAL POR AGUAS NEGRAS EN CENTRO EDUCATIVO. Refiere  los recurrentes que los recurridos exponen a la población estudiantil del centro de enseñanza educativa Escuela Flora Guevara, ubicada detrás de la Asociación Apenpun, a la contaminación con aguas negras, las cuales en época lluviosa se mezclan produciendo un caos en el centro, pues existe mucho temor de contraer enfermedades infectocontagiosas como dengue, malaria, virus. Que como transeúntes de la zona les preocupa que al inicio de la época lluviosa se produzcan las inundaciones en el centro pues hasta la fecha no se vislumbra ninguna solución a este problema, ya que al suceder las inundaciones no sólo se expone a los estudiantes, sino que se le priva el derecho de acudir a su formación o educación, pues se deben retirar del lugar ya que el centro se convierte en una zona peligrosa pues atenta contra su salud e integridad física. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal del Cantón Central de Puntarenas y a la Directora del Área de Salud de Puntarenas Chacarita de la Región Pacífico Central del Ministerio de Salud, que de forma coordinada adopten las medidas necesarias para que en el plazo de seis meses, contado a partir de la comunicación de la presente resolución, se resuelva de manera definitiva el problema sanitario que aqueja a los amparados. Deberá la Municipalidad de Puntarenas y el Área Rectora de Salud de Puntarenas Chacarita de la Región Pacífico Central del Ministerio de Salud inspeccionar en forma periódica el centro educativo Flora Guevara  para evitar que, una vez corregido el problema, éste se reanude. CL

15294-09. INUNDACIÓN DE VIVIENDA  EN PAQUERA CAUSADA POR AGUAS PLUVIALES Y JABONOSAS. Refiere la recurrente  que tiempo atrás los recurridos levantaron la calle que pasa al frente de la casa de la recurrente y colocaron unas alcantarillas al lado de su propiedad para evacuar las aguas producto de las lluvias y las aguas jabonosas. El invierno pasado las alcantarillas funcionaron bien, sin embargo las aguas quedaron depositadas en la propiedad del amparado, causándole grandes daños, lo que provocó que con las primeras lluvias su casa y otras viviendas se inundaran, y eso que la época de lluvia apenas inicia. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta del Concejo Municipal del Distrito de Paquera, a la Alcaldesa de la Municipalidad de Puntarenas, y a la Ministra de Obras Públicas y Transportes, que en el plazo de dos meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, adopten las medidas correspondientes para resolver el problema de inundaciones que por aguas pluviales y jabonosas afecta la propiedad de la recurrente. CL

15406-09. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL CAUSADA POR ACEQUIA  EN CHACARITA DE PUNTARENAS. Refiere el recurrente que existe una acequia que se encuentra sin entubar, la cual viene de la Escuela de Carrizal, pasa por detrás de la Clínica de Chacarita y de la pista de aterrizaje.  Acusa que la citada acequia en reiteradas ocasiones se ha llenado de residuos plásticos y de toda clase de materiales contaminantes. Sostiene que la situación denunciada ha expuesto a la población de la zona a enfermedades tales como la malaria o el dengue, entre otras. Considera que se deben tomar las acciones inmediatas para evitar la propagación de cualquier clase de enfermedad.  Se declara con lugar el recurso, únicamente contra la Municipalidad de Puntarenas. Se ordena a la Alcaldesa Municipal del cantón central de Puntarenas, realizar las gestiones que se encuentren dentro del ámbito de su competencia para que, de inmediato, se inicien los trámites correspondientes a efecto de solucionar, EN FORMA DEFINITIVA, el problema de contaminación que provoca a los vecinos de Puntarenas la acequia objeto de este recurso de amparo, esta es, la que se ubica desde la Escuela de Carrizal, pasa detrás de la Clínica de Chacarita y de la pista de aterrizaje y continúa por la entrada de  "20 de noviembre", obras que se deberán concluir en un plazo menor a los seis meses. CL


15296-09. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL GENERADA POR LOTES BALDÍOS EN AVENIDA QUINTA DE SAN JOSE.  Indica el recurrente que su representada es dueña  de una propiedad  ubicada en la  esquina sureste entre avenida 5 y calle 12 en San José, y sobre la cual se encuentran edificadas dos bodegas para alquiler. Indica que la propiedad  colinda con un  lote sin construir el cual sirve de guarida de maleantes, drogadictos e indigentes, quienes lo utilizan para realizar sus necesidades fisiológicas,  esconder objetos robados y depositar toda clase de basura y desperdicios, lo que genera contaminación. Indica que ese lote nunca ha estado debidamente cercado, por lo que el peligro para la salud y la seguridad humana, debido a la situación de inmundicia y de indigencia, hace que se vean negativamente afectados, además que son objeto de actos vandálicos y robos. También frente a su propiedad se encuentra un terreno sin construir y sin cercar, que sirve de depósito de basura y de toda clase de desechos, incluyendo desechos de pescado, cuyo olor penetra en las bodegas de su propiedad, además que se han instalado algunos tugurios o ranchos y es usado como estacionamiento informal de vehículos. Alega que esa situación ha sido denunciada ante la Municipalidad de San José  y no han tomado  las acciones concretas para solucionar el problema.  Se declara con lugar  el recurso por violación al derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. En consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal de la Municipalidad de San José, resolver de inmediato el problema de contaminación e inseguridad existente en los lotes baldíos, colindantes a la propiedad amparada. CL
15297-09. PROBLEMAS DE INUNDACIONES EN PRECARIO LA UNIÓN EN CHACARITA DE PUNTARENAS.  Alegan los recurrentes que la calle pública ubicada en el Barrio o Precario La Unión, de Chacarita 3 Puntarenas, se encuentra cerrada por unos vecinos de la zona. Acusan que las autoridades recurridas no han hecho nada por resolver este problema, de donde se colige además que esta situación repercute en la salud y bienestar de los vecinos del lugar, pese a que desde el año 2008 han presentado escritos donde solicitan auxilio.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta del Concejo, a la Alcaldesa, ambas de la Municipalidad de Puntarenas y, a la  Directora del Área Rectora de Salud de Puntarenas Chacarita de la Región Pacífico Central del Ministerio de Salud, que, inmediatamente, dispongan lo necesario dentro del ámbito de sus competencias para que se solucione, de manera definitiva, el problema de anegamiento por aguas pluviales de los terrenos del precario La Unión, ubicado en Chacarita de Puntarenas. CL Parcial
15189-09. DENUNCIA POR CONTAMINACIÓN AMBIENTAL GENERADA DESECHOS FECALES Y JABONOSOS EN VÍA PÚBLICA. Alega   el recurrente que hace más de dos años presentó ante los recurridos, denuncia y solicitudes para solucionar el problema de contaminación y seguridad que causa la casa de habitación de un vecino, pues no solamente tiran aguas fecales y jabonosas a la vía pública, sino que construyeron un muro y su propia casa con grave peligro para la suya, transgrediendo además las normas legales que regulan la materia. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Heredia del Ministerio de Salud y al Alcalde de la Municipalidad de San Rafael de Heredia, proceder de manera inmediata a adoptar las medidas que sean necesarias, cada uno dentro del ámbito de sus competencias pero ejerciendo coordinación, a fin de que a más tardar en el plazo de seis meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, exista una solución definitiva para todos los problemas denunciados por el recurrente en este amparo. CL
15173-09. DESBORDAMIENTO DEL RIÓ TORTUGUERO OCASIONA PROBLEMAS A VECINOS DE LA COMUNIDAD DE CARIARI EN POCOCÍ.  Alega el recurrente que los amparados tienen sus viviendas situadas al margen norte del río Tortuguero y por ser esta una zona muy lluviosa, el mismo se convierte en una amenaza constante para sus hogares ya que la cantidad de agua y escombro que el río arrastra ha producido que su cause se extienda cada vez más. Manifiesta que cada vez  que hay "una de tantas llenas", la fuerza del río va cavando "mas y mas"  los paredones de sus propiedades y sus casas se encuentran a escasos metros y en algunos casos en algunos centímetros de caer al cause del río. Por lo anterior, los amparados han solicitado ayuda tanto a la Municipalidad recurrida como a la Comisión Nacional de Emergencia, quienes cada vez que hay una "llena" les prometen que "cuando bajen las aguas mandarán las máquinas a dragar dicho Río". Indica que al lugar se han presentado tanto el Alcalde Municipal de la zona como el representante de la Comisión Nacional de Emergencia del cantón de Pococí, para observar los daños ocasionados, pero hasta el momento no han resuelto el problema.  Se declara con lugar el recurso por violación a los artículos 21 y 50 de la Constitución Política. Se le ordena al  Alcalde Municipal, Presidente del Concejo Municipal y de la Comisión Local de Emergencias, todos de la Municipalidad de Pococí,  que de inmediato coordinen y tomen las medidas necesarias para que se solucione, definitivamente, el problema sanitario que afecta al amparado y demás vecinos de la comunidad de Cariari en Pococí en relación con el Río Tortuguero, incluso haciendo uso de las potestades que nuestro Ordenamiento Jurídico les otorga para determinar la causa del problema e individualizar a los responsables, así como para constreñir a quienes desobedezcan sus órdenes a que las cumplan. Asimismo deberán gestionar y realizar las obras  que requiere el río Tortuguero para evitar que alcance a las viviendas de los vecinos que habitan la margen norte del río Tortuguero en Cariari de Pococí. CL

14981-09. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL GENERADA POR FUNCIONAMIENTO DE QUEBRADOR EN EL RÍO LAGARTO EN MIRAMAR DE PUNTARENAS. Señala el recurrente que  la empresa Servicios Mecánicos de Miramar S.A., presentó solicitud de "Concesión Minera en Cause de Dominio Publico" .Señala que la aprobación del Estudio de Impacto Ambiental de la solicitud de concesión,  en donde el solicitante señaló que no se presentaban asentamientos humanos que podrían verse afectados en forma directa e indirecta por la actividad del proyecto, ni se encuentra en una zona de atracción o utilización turística, todo dentro del área del proyecto, ni el área de influencia indirecta. Que el 16 de febrero del 2005, se presentó al expediente del Área de Conservación del Pacífico Central, en donde se hace un análisis de la solicitud de concesión y estudio de impacto ambiental, indicando que el estudio presentado no contaba con planos con delimitación de bancos con cobertura vegetal, ni medidas de recuperación como reforestación de especies comestibles para la fauna, y no se aportó mapa de pendientes para poder identificar las zonas de erosión y sus posibles efectos, con lo cual tenemos que existen omisiones graves en el estudio técnico previo al otorgamiento de la viabilidad ambiental. Que sin toman en cuenta las manifestaciones de dicha Area de Conservación, el 09 de marzo del 2005, se comunicó la aprobación del estudio  del impacto ambiental y por lo tanto, se otorgó la viabilidad ambiental al proyecto de concesión en cause de dominio público antes referida. Que también sin que se tomaran en consideración las irregularidades mencionadas,  se otorgó la "Concesión Minera en Cause de Dominio Público" a la empresa antes referida. Indica que a partir de la entrada en funcionamiento e inicio de operaciones en la concesión minera, lo mismo que la utilización de un quebrador en el río Lagartos, se ha afectado enormemente el agua del río, y con ello, el uso doméstico y agropecuario, además, de la disminución que se ha sufrido en el cause del río, lo que en definitiva ha afectado el medio ambiente, y podría provocar daños irreparables al medio ambiente en los alrededores del Río Lagarto, así como la calidad de vida de los habitantes de la zona del río. El 16 de junio del año en curso se concluyó un estudio exhaustivo donde se analizó todas las anomalías e impactos vinculados a la extracción de materiales y funcionamiento del quebrador parte de la concesión, estudio en el que se denota una alteración de las captaciones de agua de consumo humano del río, lagunas de sedimentación poco eficientes, lo que provoca el ingreso de grandes cantidades de sólidos que han llegado al río por represamiento del quebrador, que provocó que el efluente del río desapareciera  en periodo de inactividad del quebrador.  Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso por amenaza ilegítima al derecho a disfrutar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, entendiéndose denegado el recurso en todo lo demás. Tome nota el sujeto privado recurrido de la recomendación efectuada en el oficio DGM/RNM 954-2008, visible a folio 253. CL
14797-09. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL GENERADA POR PRECARIO EN MATA DE PLÁTANO DE GOICOECHEA. Indica la recurrente que hace más de diez años que habita en una propiedad en Mata de Plátano de Goicoechea  propiamente detrás del precario en Salitrillos. Reclama que la Municipalidad permitió que se formara ese precario, porque otorgó permisos a la libre, y el Instituto Costarricense de Electricidad les puso corriente. A raíz de eso se han dado una serie de constantes robos en la propiedad e que la afectan a ella y a su familia. Que por su propiedad discurren todas las aguas del precario, las llovidas y las aguas negras y jabonosas, que han provocado un deslave erosivo de tierra que ha ocasionado derrumbes y falseo de su casa y las casas de sus familiares. Además, el fondo de su propiedad se ha convertido en un basurero al aire libre, y de nada han servido las constantes quejas en la Municipalidad.  Agrega que también existe contaminación sónica, ya que el escándalo es interminable, día a día estos vecinos escuchan música a muy alto volumen.  Refiere que la Comisión de Emergencias se hizo presente y declaro que existe peligro de deslizamiento de todas estas casas y que hay riesgo en todas las fundaciones de su casa.  Se declara con lugar el recurso. Se  les ordena a la Directora del Área Rectora de Salud, Alcalde y Presidenta del Concejo Municipal todos del Cantón de Goicoechea, que en lo atinente a sus respectivas competencias, resuelvan de manera definitiva y coordinada, los problemas de contaminación provocados por la basura y las aguas pluviales, negras y grises del precario Salitrillos que afectan a la amparada, dentro del plazo de dos meses contado a partir de la notificación de este pronunciamiento. CL
14763-09. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL GENERADA POR EL DEPÓSITO DE DESECHOS EN EL CORDÓN DEL CAÑO A UN COSTADO DEL HOSPITAL DE CARTAGO. Aducen los recurrentes que existe un problema en su comunidad pues se vierten desechos que nacen en el cordón del caño que se ubica al costado este del Hospital Max Peralta y que pasan por el frente de sus casas de habitación, toda vez que tal situación provoca la evaporación de dichos residuos y, por ende, la emanación de olores pútridos y nauseabundos, lo cual pone en riesgo la salud de las personas y violenta su derecho a  un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Alcalde de la Municipalidad de Cartago y al Director del Área Rectora de Salud de Cartago que, DE MANERA INMEDIATA, giren las órdenes y tomen las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de su competencia a efecto de descartar, efectivamente -a través de inspecciones y los estudios necesarios-, que al costado este del Hospital Max Peralta de Cartago se depositan desechos que producen contaminación y malos olores, los cuales, además, recorren el cordón del caño hacia el sur. En caso que dicha contaminación se acredite, se le ordena a tales autoridades realizar, inmediatamente, las obras que sean necesarias para erradicarla, de manera definitiva. Asimismo, se le ordena al Director y al Técnico de Gestión Ambiental, ambos de Área Rectora de Salud de Cartago, que DE MANERA INMEDIATA, le proporcionen al recurrente, la información requerida el día 17 de junio de 2009, a costa de éste. CL
14840-09.OBRA DE PERFORACIÓN DE POZO GENERA  PROBLEMAS  DE CONTAMINACIÓN.  Aduce la  recurrente que desde el inicio del mes de julio del dos mil nueve, una máquina de perforación de pozos del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, realiza obras de perforación de pozos en una propiedad  que se ubica cerca del Estadio Ricardo Saprissa. Señala que la perforación denunciada no es de conocimiento del Departamento de Aguas, no cuenta con el permiso del MINAET, no cumple el requisito que exige el artículo 8 de la Ley de Aguas, por lo que se debería haber presentado un estudio de riesgo de contaminación que contemple la identificación de fuentes reales de contaminación lo cual no se realizó, poniendo en riesgo el recurso vital. Solicita que se proceda a suspender la  perforación del pozo. Se declara parcialmente con lugar el recurso, contra el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que no se realicen obras de perforación en el lugar indicado en este amparo, salvo que existan estudios técnicos que permitan arribar a un estado de certeza absoluta acerca de la inocuidad de la actividad que se pretende desarrollar sobre los aguas subterráneas, tomando en consideración la presencia de casas de habitación y tanques sépticos dentro del perímetro establecido por el artículo 8 de la Ley de Aguas. En cuanto al  Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento, el Departamento de Aguas del Ministerio del Ambiente, Energía y Telecomunicaciones y la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, se declara sin lugar el amparo. CL Parcial
14749-09. MALAS CONDICIONES DE CALLE EN CHOMES DE PUNTARENAS POR FALTA DE ASFALTO PROVOCA PROBLEMAS DE SALUD A  ESTUDIANTES DE CENTRO EDUCATIVO. .Indican los recurrentes que son alumnos del Liceo Judas de Chomes en Puntarenas. Señalan que la calle de acceso a ese Liceo es de lastre y tierra y durante la época seca el polvo fino les produce enfermedades respiratorias, alergias de piel y otros daños; en la época de lluvias el barro y grandes corrientes de agua, dañan sus zapatos, uniformes, asimismo les produce enfermedades por la humedad en los pies. Refieren que esta calle es un verdadero problema ambiental y sanitario, razón por la cual solicitan que se ordene a las autoridades recurridas que procedan al asfaltado de la calle. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al MINISTRO DE EDUCACIÓN PÚBLICA, que de inmediato inicie los trámites que en derecho corresponden a fin de que, EN UN PLAZO RAZONABLE, las autoridades competentes de ese Ministerio den inicio y culminen los trabajos de reparación de la calle a la que hacen referencia los recurrentes, que corresponde a un camino ubicado dentro de las instalaciones del Colegio Judas de Chomes. CL
14288-09. CREACIÓN DE HUMEDALES POR DECRETO. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Justicia Para La Naturaleza en contra del Artículo 7 último párrafo de la Ley de Conservación de la Vida Silvestre. No. 7317 del 30-10-92. Las normas se impugnan en cuanto, en criterio del accionante, el último párrafo del numeral séptimo de la Ley de la Conservación de la Vida Silvestre, que en lo conducente preceptúa que “La creación y delimitación de los humedales se hará por decreto ejecutivo, según criterios técnicos” es inconstitucional, por cuanto, al requerir que los humedales sean creados y delimitados por Decreto Ejecutivo, deja en estado de desprotección a todos los ecosistemas de humedal, que no hayan sido “creados y delimitados” por esa vía, lo que atenta contra los numerales 7, 50 y 69 del texto constitucional y contra las previsiones de la Convención de Ramsar. Aduce que los humedales, al igual que los bosques, no necesitan ser creados, sino que, basta con que exista un espacio o un ecosistema que reúna las características establecidas en las definiciones de humedales procuradas distintos cuerpos legales, tales como, la Convención relativa a los Humedales de Importancia Internacional especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas (Convención de Ramsar), la Ley de Conservación de la Vida Silvestre, la Ley Orgánica del Ambiente y la Ley de Pesca y Acuicultura. Señala que a todo aquél espacio o ecosistema que reúna las características establecidas en esas definiciones, se le debe aplicar el régimen legal establecido en los ordinales 41, 43, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Ambiente, independientemente haya sido declarado y delimitado o no, por un decreto ejecutivo, resultando incluso de aplicación, el artículo 103 de la Ley de Conservación de la Vida Silvestre. Se declara con lugar la acción y, en consecuencia, se anulan por inconstitucionales las palabras "creación y" del párrafo final del artículo 7 de la Ley de Protección de Vida Silvestre, Ley No. 7317, publicada en La Gaceta No. 235 del 7 de diciembre de 1992. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las situaciones jurídicas consolidadas. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese. CL
ASAMBLEA LEGISLATIVA
14328-09. SE IMPUGNA CANDIDATURA DE DIPUTADA PARA DEFENSORÍA DE LOS HABITANTES. El recurrente solicita que esta Sala ordene anular la participación de una Diputada, para el cargo de Defensor de los Habitantes de la República, así como la metodología aprobada por la Comisión de Nombramientos de la Asamblea Legislativa, sobre la calificación y elección del Defensor de los Habitantes, por infringir los artículos 111 y 112 de la Constitución Política y los derechos fundamentales de los ciudadanos que aspiran a cargos y funciones públicas del país. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se  rechaza de plano el recurso. RP
14286-09. ACUERDO INTERNACIONAL DEL CAFÉ. Consulta Legislativa sobre la Aprobación del Acuerdo Internacional del Café del 2007. Expediente Legislativo No. 17262. Se evacua la consulta referente al proyecto de ley "Aprobación del Acuerdo  Internacional del Café de 2007", que se tramita en el expediente legislativo número 17.262, en el sentido de que no se advierten vicios en el procedimiento ni disposiciones contrarias a la Constitución Política. Evacuada

14024-09. PARTICIPACIÓN DE DIPUTADOS INDEPENDIENTES EN ELABORACIÓN DEL ORDEN DEL DIA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 36 del Reglamento de la Asamblea Legislativa. La norma impugnada señala que los Jefes de Fracción pueden elaborar el orden del día, que las fracciones pueden incluir los proyectos de su interés, en proporción al número de diputados que representan en la integración total de la Asamblea. Se acusa que el artículo impugnado promueve legisladores de primera y segunda clase, pues considera que discrimina a quienes no pertenecen a las grandes bancadas. Se declara sin lugar la acción.- La Magistrada Calzada Miranda y el Magistrado Armijo Sancho salvan el voto y declaran la inconstitucionalidad por omisión en voto separado. De igual forma el Magistrado Cruz Castro salva el voto y declara la inconstitucionalidad por omisión. SL

BANCARIO 
15285-09. NIEGAN ENTREGA DE TARJETA  PARA RETIRO  AUTOMÁTICO DE  BECA. Manifiesta el recurrente que al amparado, quien es un adolescente de catorce años, le fue reconocida una beca de asistencia del Fondo Nacional de Becas (FONABE). Refiere que se le comunicó que la beca se encontraba disponible en la agencia bancaria del Banco Nacional en Guápiles.  Indica que cumplió con los requisitos que se le solicitaron para retirar el dinero. Señala que no obstante lo anterior, el menor amparado ha encontrado todo tipo de trabas para hacer efectiva su beca, ya que en la Agencia Bancaria accionada se les exige que el padre o madre biológica debe presentarse para hacer efectivo el retiro de la tarjeta de cajero automático, y así retirar la beca de transporte asignada. Aclara que el menor tutelado hizo ver a la autoridad recurrida que no tiene madre y que vive bajo el cuidado de su abuelo, por lo que se le indicó que para entregarle la tarjeta debía presentar una declaración jurada de su padre biológico. Sostiene que volvieron a la agencia accionada con la citada declaración; sin embargo, se les dijo que ese documento no servía y que necesitaban hablar con el encargado de la información de becas en el colegio, para que les autorizara que el abuelo del amparado pudiera ir a retirar la tarjeta, no obstante, a la fecha no se les ha entregado. Explica que el hecho de que el menor amparado no viva con su padre biológico, no puede ser considerado como elemento para negarle un servicio bancario. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al gerente del Banco Nacional de Costa Rica, Sucursal Guápiles, que en forma inmediata a la comunicación de esta resolución, entregue al amparado la tarjeta de débito correspondiente para que pueda hacer uso de los fondos de la beca de FONABE, de la cual es beneficiario. CL
14935-09. LISTA NEGRA EN BANCO. Indica  la recurrente que entre los años 1993 y 1995 se constituyó en fiadora  de  personas que no pudieron honrar sus deudas. A pesar que ha operado la prescripción respecto de aquel incumplimiento contractual de los deudores, el Banco mantiene registradas las dos operaciones crediticias en un status de cuenta incobrable y a los deudores y a la recurrente como su fiadora como personas morosas. Esta situación no le permite a la amparada optar por un préstamo hipotecario, y esta es una condición a la que el Banco la sujeta a perpetuidad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

CONTRATOS O LICITACIONES
14027-09.  SANCIÓN DE INHABILITACIÓN PARA CONTRATAR CON EL ESTADO EN CASOS DE INCUMPLIMIENTO. Acción de Inconstitucionalidad.  Asesoría ASEPRO DE CENTROAMERICA Sociedad Anónima en contra del Artículo 100, inciso a) de la Ley de Contratación Administrativa, Ley número 7494 del dos de mayo de mil novecientos noventa y cinco y artículo 215 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, Decreto número 33411-H del veintisiete de setiembre de dos mil seis.  Las normas se impugnan en cuanto  imponen a empresas particulares, una sanción de inhabilitación para participar en procedimientos de contratación administrativa de todo el sector público,  por un plazo de dos a diez años. En criterio del accionante, la sanción de  inhabilitación  vulnera la libertad de comercio y de competencia, tuteladas en los artículos 46 y 182 de la Constitución Política, toda vez, que impide a las empresas, ejercer durante el periodo de la sanción, la actividad económica a la que se dedican con la Administración, lo cual a su juicio, fomenta el establecimiento de monopolios de carácter particular, ocasionando un perjuicio al Estado, dado que  al reducir el número de oferentes se incrementa el precio de los bienes y servicios que el Estado necesita contratar. Sostiene que la sanción debe castigar el incumplimiento, pero no cercenar  la posibilidad de competir con otros comerciantes en eventos futuros.  Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "y aplicará a todo el sector público" contenida en el párrafo segundo del artículo 215 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, Decreto número 33411-H del veintisiete de setiembre de dos mil seis. En lo restante, se declara sin lugar la acción planteada. CL Parcial

DERECHO A LA EDUCACIÓN

14802-09. ADECUACIÓN CURRICULAR PARA PRUEBAS NACIONALES. Señala la recurrente que es estudiante de undécimo año del Colegio Kamut School. Que  desde su niñez se le diagnosticó la enfermedad visual "Retinosis Pigmentaria", la cual fue confirmada por la Clínica Oftalmológica de la Caja Costarricense de Seguro Social. Indica que por ese motivo pertenece al Instituto de Rehabilitación Hellen Keller, el cual le ha dado el apoyo para que en el colegio se le apliquen todas las adecuaciones curriculares recomendadas por ese Instituto. Añade que el colegio siempre ha cumplido con las recomendaciones y eso le permitió avanzar en sus estudios con un excelente rendimiento, sin que su problema visual se convierta en un obstáculo. Menciona que una de las adecuaciones recomendadas por el Instituto Hellen Keller, es el utilizar la letra Arial 14 para los exámenes y materiales impresos, por cuanto es la letra más apta para su problema. Afirma que el colegio, para efectos de los exámenes de bachillerato que este año le corresponde presentar, realizó la comunicación pertinente al Ministerio de Educación con el formulario de Registro de Adecuaciones Curriculares no Significativas para las Pruebas Nacionales y recomendó que las pruebas sean ampliadas a la letra Arial 14 en negrita e impresa directamente, no fotocopiada. No obstante el Ministerio de Educación Pública, negó la solicitud argumentando que por reglamento ellos aplican la letra Arial 16 en adelante. Considera que utilizar una letra diferente a la arial 14 recomendada técnicamente por el Instituto Hellen Keller, le produce distorsión en la lectura y le resta efectividad en sus pruebas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública y a la Jefa a.i. del Departamento de Evaluación Académica y Certificación de la Dirección de Gestión y Evaluación de la Calidad del Ministerio de Educación Pública, que tomen las medidas de su competencia para que en las Pruebas Nacionales de Bachillerato se le apliquen a la amparada, las adecuaciones curriculares recomendadas por los especialistas del Instituto de Rehabilitación y Formación Helen Keller, específicamente, que se respete el uso de la letra Arial 14 negrita. CL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
15278-09. NIEGAN ENTREGA DE COPIA DE BITÁCORA POLICIAL.  Aduce la  recurrente que el diez de agosto de dos mil nueve, se presentó a la Policía de Proximidad de Santa Ana a fin de obtener copia de la bitácora policial que al efecto se tenía esa Delegación Policial, en tanto, en ese documento constaba la presunta denegatoria de traslado en ambulancia del amparado. No obstante, funcionarios de la Delegación Policial accionada se negaron a facilitarle dicho documento, argumentando que “era de uso de la Fuerza Pública y que sólo un abogado tenía acceso a ella”, en esa ocasión, se le indicó que debía presentarse al día siguiente para conversar con el Capitán, a fin de que esa autoridad autorizara la entrega del documento de interés. Manifiesta que se apersonaron el once de agosto de los corrientes, oportunidad en que conversaron con el oficial citado, indicándole que ellos figuraban como parte en los hechos narrados en la bitácora policial y la necesidad de obtener copia del documento, a lo que ese oficial se negó, aduciendo que “la orden era no entregarle el documento”. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO A LA SALUD

15221-09. MEDICAMENTO. Aduce el recurrente que debido a un padecimiento padecimiento cardíaco ocasionado por la obstrucción de las arterias, ocasionando esto un infarto diagnosticado como muerte súbita. En ese momento se le aplicó la técnica de Angioplastía en el Hospital Dr. Calderón Guardia, colocándole tres STEM en las citadas arterias para recuperar la capacidad  de ellas para trasladar sangre a los tejidos cardíacos, y se le recomendó la utilización del medicamento PLAVIX para ayudar a evitar la obstrucción, además se le entregó por unos meses la tableta de Plavix y luego procedió a comprarla, dado que en ese momento su salario lo permitía. . En julio de dos mil ocho, después de un nuevo procedimiento de obstrucción por trombosis, se le despejaron los STEM que tenía y se le implantaron tres más. Alega que el  Cardiólogo del Hospital Dr. Calderón Guardia, le recomendó que debía  tomar por muchos años el LAVIX para cuidar que no se repitiera el padecimiento y esta vez le causara la muerte, procediendo este galeno a firmar un protocolo por dos años para que la C.C.S.S. adquiriera el medicamento y se lo entregara cada mes. Después de ese evento, ha estado en varias ocasiones en la consulta de ese centro médico y en internamientos y observación por la misma inestabilidad, pero el medicamento le fue entregado por un año; ahora que por un dolor en el pecho se presentó a una nueva valoración, se le realizó un prueba de esfuerzo, con agor pectoris, se le entregó por parte del médico una receta para que continúe utilizando el PLAVIX y la respuesta de la Farmacia del Hospital Dr. Calderón Guardia, es que el medicamento está fuera de la lista oficial. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Director General y a  la Directora a.i. del Servicio de Farmacia, ambos del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, abstenerse de interrumpir el suministro del medicamento prescrito por el médico tratante al amparado. CL
14925-09. RECONOCIMIENTO DE LOS PROFESIONALES QUIROPRÁCTICOS A NIVEL INSTITUCIONAL. Alega el recurrente que la Caja Costarricense de Seguro Social está violando los derechos a la salud de los ciudadanos pues les impide ser tratados por un profesional en Quiropráctica para el cuidado paliativo y preventivo de sus padecimientos, ya que dentro de los planes de Seguro Social, no se cuenta en su personal con médicos Quiroprácticos. Indica que el Instituto Nacional de Seguros cae también en un trato desigual y odioso, y por ende inconstitucional, pues considera contrario a lo reconocido por la Procuraduría General de la República, que la Quiropráctica es una medicina secundaria, no primaria, e incluso la equipara a tratamientos experimentales, con lo cual desnaturaliza el concepto de medicina, contenido en el dictamen de la Procuraduría General de la República, a la profesión Quiropráctica; incluso el Instituto recurrido supedita la posibilidad de que sus pólizas de salud cubran la autorización para ser tratado por un Médico Quiropráctico, al hecho de que un Médico General así lo prescriba, conculcando el derecho subjetivo de todo profesional en Quiropráctica, adscrito al Colegio amparado, a ser reconocido médico, con todos los derechos y obligaciones que ello implique, conforme al ordenamiento jurídico vigente. Agrega que el Instituto recurrido ordena que para conceder o pagar en uso de sus pólizas un tratamiento quiropráctico, que un médico de la Caja Costarricense de Seguro Social debe expedir la referencia médica, sin que en dicha institución existan Médicos Quiroprácticos que valoren correctamente al ciudadano en su condición de salud y prescripción de tratamiento a seguir en lo referente a padecimientos necesarios a ser tratados por Médicos Quiroprácticos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

14510-09. MEDICAMENTO. Manifiesta  la recurrente que se le diagnosticó una pancreatitis crónica, razón por la que su médico tratante, le prescribió el medicamento "Pancreatina EC pura de 325", con el cual tuvo una mejora en evolución de su padecimiento. Sin embargo, a partir de febrero anterior y luego de dos meses, ya no se le suministró más ese medicamento y en las recetas se le pone un sello que indica "pendiente", pero a la fecha no le indican cuándo se le otorgaran. Que debido a la falta de ese medicamento su estado de salud nuevamente se deteriora en forma rápida su vida. Se declara con lugar el recurso, y se ordena a la Gerente Médica y a la Directora de Farmacia del Hospital México, ambas de la Caja Costarricense de Seguro Social, que entreguen de forma inmediata el producto pancreatina o su sustituto a la amparada de conformidad con las indicaciones del médico tratante y si no existe criterio médico que lo impida. CL
14268-09. MEDICAMENTO. Señala el recurrente que tiene 76 años de edad y su salud se ha empezado a quebrantar en virtud de la falta de un medicamento denominado "Pancreatina", el cual es sumamente importante para que mantenga una condición saludable. Indica que padeció durante 29 años de diarreas,  pero al quedar con la flora intestinal destruida le recetaron en el Hospital Blanco Cervantes el citado medicamento Pancreatina. Añade que dicho tratamiento siempre le ha funcionado debidamente para aliviar sus problemas médicos; no obstante, pese a que se apersonó junto con la receta respectiva al Servicio de Farmacia de la Clínica Marcial Fallas no le quisieron entregar el medicamento, bajo el argumento de que ya no se lo iban a conceder más en virtud de su alto precio.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General a.i. y  a la Directora a.i. de Farmacia, ambos de la Clínica Marcial Fallas de la Caja Costarricense de Seguro Social,  verificar de inmediato la entrega del medicamento pancreatina al paciente amparado de conformidad con las indicaciones del médico tratante y si no existe criterio médico que lo impida, de lo cual deben informar a la Sala a la mayor brevedad. CL
14267-09. MEDICAMENTO. Indica la recurrente que padece de una enfermedad denominada "CA de Tiroides" y como secuelas de las cuatro operaciones que se le han practicado actualmente tiene "hipoparatirosdismo. Refiere que por medio de varios exámenes y pruebas de medicamentos, se comprobó que debe de usar de por vida, un tratamiento de calcio efervescente marca "Sadocal 1000", que le suministra la Farmacia del Hospital Calderón Guardia. Sostiene que se encuentra en período de lactancia con una niña recién nacida de mes y medio, por lo que requiere del citado medicamento, el cual le recetó su médico tratante,  no obstante en el Servicio de Farmacia del centro hospitalario recurrido, le indicaron que desde hace más de tres meses que estaban tratando de conseguirle el medicamento requerido en otros hospitales, sin embargo, al no obtener una respuesta afirmativa, en la actualidad no había forma de seguirle dando dicho tratamiento, pues ni siquiera lo estaban comprando. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General, al Médico Asistente especialista en Medicina Interna, al  Jefe de la Sección de Medicina, al médico especialista en endocrinología, al Jefe de Servicio de Endocrinología, y a la Directora a.i. del Servicio de Farmacia, todos del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, realizar en forma inmediata las gestiones administrativas, técnicas y médicas necesarias que estén dentro del ámbito de sus atribuciones, que determinen la alternativa terapéutica idónea al tratamiento de calcio que se le daba a la amparada, bajo la estricta responsabilidad del médico tratante. CL
14229-09. CIRUGÍA DE MANDÍBULA. Manifiesta el recurrente que fue víctima de un asalto en Cariari de Limón, sufriendo la ruptura de la mandíbula en ambos lados, por lo que fue necesario trasladarlo al Hospital de Guápiles, y debido a su estado de salud fue remitido al Hospital Doctor Calderón Guardia. Afirma que tiene 26 días de haber ingresado a ese centro hospitalario, y las autoridades respectivas le informaron que no era posible efectuarle la cirugía reconstructiva de su mandíbula, dado que no poseen espacio en las salas de cirugías y no cuentan con las piezas metálicas, ni la prótesis dental que él requiere. Se declara con lugar el recurso, y se le ordena al Director General a.i., y al Jefe de Sección de Cirugía, ambos del Hospital Calderón Guardia, que ejerzan las acciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias para que de forma INMEDIATA se le realice al la cirugía que requiere. CL
14101-09. MEDICAMENTO. Manifiesta la recurrente que desde hace tres años padece de una enfermedad llamada Esclerosis Múltiple. Señala que desde entonces se le asignó un neurólogo de ese Hospital  que le ha recetado diversos medicamentos según el desarrollo de la enfermedad para mantenerla estable. Afirma que en su caso particular tiene problemas de espasticidad, que es un incremento de la rigidez muscular y pérdida de fuerza muscular en las piernas y brazos. Añade que esos síntomas han empeorado, lo cual a afectado notablemente su salud, y para contrarrestar la espasticidad el neurólogo  le recetó la medicina conocida como tizanidina; no obstante, desde hace cuatro meses la Farmacia de dicho Hospital se niega a brindarle ese medicamento con la indicación de que el mismo requiere autorización de rehabilitación con protocolo. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director General, Médico Tratante, Jefe del Servicio de Neurología, Jefe de Servicio de Medicina Física y Rehabilitación y Directora a.i. del Servicio de Farmacia, todos del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia,  disponer lo necesario, para que, de inmediato, el caso de la amparada, sea valorado en sesión conjunta de neurología y fisiatría, en aras de determinar si resulta procedente prescribir el medicamento reclamado. CL.

14118-09.MEDICAMENTO. Aduce el recurrente que fue operado en el Hospital Calderón Guardia por un cáncer de próstata, y  producto de la cirugía padece de una disfunción eréctil secundaria, razón por la que el médico que le atendió antes y después de la operación, quien es Especialista en Urología y Jefe del Servicio de Urología del Hospital Calderón Guardia, le prescribió vía receta el medicamento denominado "SIDENAFIL", una dosis de una tableta una o dos veces por la semana, lo anterior como parte de su tratamiento. No obstante el Comité Central de Farmacoterapia le negaron el medicamento citado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General, al  Jefe del Servicio de Urología y  a la Directora a.i. del Servicio de Farmacia, todos funcionarios del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, que de forma inmediata a la comunicación de esta sentencia, giren las directrices que sean necesarias para completar el cuadro clínico del recurrente a partir del cual se  determine si éste es apto para usar el medicamento Sildenafil (Viagra). Asimismo, se le ordena al Director de la Dirección de Farmacoepidemiología de la Gerencia Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social, que si de acuerdo al cuadro médico completo del recurrente se determina que es apto para utilizar el Sildenafil, se le otorgue de manera inmediata en las dosis y durante el plazo que el médico tratante determine, bajo su responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica. CL 
DERECHO DE PENSION
14704-09. SUSPENDEN DE PAGO DE PENSIÓN POR SUCESIÓN DEL PODER JUDICIAL. Alega la recurrente que el órgano recurrido dispuso suspenderle de manera inmediata el pago de la pensión por sucesión que recibía la amparada, pues se constató que devengaba un salario proveniente de un patrono público. Que en ese mismo acuerdo, se ordenó al Jefe del Departamento Financiero Contable del Poder Judicial, informar a la brevedad posible a cuánto ascendía el monto girado indebidamente a la recurrente, a fin de que ésta procediera a reintegrarlo al Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Que el Consejo Superior dispuso trasladar las diligencias a la Sección de Cobro Administrativo de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial, para que proceda al trámite correspondiente en procura de recuperar los montos girados de más y reintegrarlos al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Que el dieciocho de enero del dos mil seis planteó ante la Sección de Cobro Administrativo de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial, un recurso de revocatoria con apelación en subsidio en contra de dicha resolución, sin que a la fecha se haya resuelto.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. Se anula el acto del Consejo Superior del Poder Judicial tomado en la sesión No. 18-04, artículo XXXVII, que excluye del Sistema de Jubilados y Pensionados del Poder Judicial a la amparada a  partir del 11 de marzo del 2004. Igualmente, se anulan todos los actos administrativos posteriores a ese acuerdo, incluso, los que pretendían recuperar las sumas que se consideraban se habían pagado de más por ese concepto. Se restituye a la recurrente en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL 
14025-09. RECAUDACIÓN DE FONDOS DE LEY DE PROTECCION AL TRABAJADOR. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 56 de la Ley 7523,  Ley de Protección al Trabajador. Se acusa que la Ley de Protección al Trabajador contempla aportes que ingresan al Sistema Centralizado de Recaudación de la Caja Costarricense de Seguro Social (SICERE) el cual, debe trasladarse a las respectivas operadoras dentro de los plazos establecidos en el Reglamento. El artículo impugnado establece el pago de una multa a cargo del Sistema Central de Recaudación de la Caja Costarricense de Seguro Social –entre otros- por incumplir los plazos definidos en el reglamento para la transferencia y acreditación de los aportes. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
DERECHO DE PROPIEDAD

15183-09.CONSTRUCCIÓN DE PAREDÓN OCASIONA PROBLEMAS DE DERRUMBE  SOBRE VIVIENDA EN TILARÁN.  Aduce  la recurrente que  hace catorce años construyó su casa situada en Tilarán.  Alega que hace aproximadamente seis años se abrió una calle al lado de su casa, con el aparente permiso municipal, ello para darle acceso a unos lotes, y por la condición del terreno fue necesario sacar mucha tierra para quedar a nivel de la calle. Indica que luego del movimiento de tierra, quedó un paredón vertical  que dejó expuestos los cimientos de su casa, por lo que cada vez que llueve es un peligro para su familia, pues el paredón que quedó se está desmoronando, y su casa se puede derrumbar en cualquier momento. Acusa que ha planteado la situación ante la Municipalidad de Tilarán y ante la Oficina Regional del Ministerio de Salud del lugar, quienes han comprobado la situación, y han tomado algunos acuerdos, sin embargo, la situación persiste y el peligro de derrumbe de su casa es inminente.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Alcalde y  al Presidente del Concejo Municipal de Tilarán, que de inmediato giren las instrucciones pertinentes para que esa corporación municipal construya por sí misma todas las obras requeridas para solventar los problemas descritos en el informe del Área Rectora de Salud de Tilarán número 0062 del 8 de setiembre de 2009, relacionados con un talud que amenaza caer sobre la vivienda de la amparada, lo que deberá iniciar en un plazo máximo de quince días naturales y finalizar en un plazo máximo de dos meses, ambos términos contados a partir de la notificación de la parte dispositiva de este pronunciamiento. CL

DERECHO DE TRABAJO
15395-09. SUSPENSIÓN SIN GOCE DE SALARIO. Indica el recurrente que  laborara para el recurrido desde hace doce años. Que en razón de su puesto participó en el trámite de dos casos  que fueron introducidos de manera fraudulenta, con documentación falsa, en el Área donde labora, y como consecuencia de la pésima investigación administrativa, se le ligó de forma injusta, ilegal e infundada como miembro de la banda delictiva que materializó la estafa indicada, lo que implicó el allanamiento de su vivienda, su captura y prisión por seis meses;  logrando el cese de dicha medida cautelar gracias a las declaraciones de cuatro testigos que pudieron dar fe de que su participación fue ajustada a derecho y en cumplimiento de sus funciones. Señala que luego de obtener su libertad, le solicitó al recurrido dejar sin efecto la medida administrativa de mantenerlo sin goce de salario y que en su lugar se procediera a la inclusión en planilla y al pago respectivo, y se  le comunica que lo incluye en planillas a partir del veinticuatro de abril de este año y a la vez se le incluyen las vacaciones a partir de ese mismo día y hasta el diez de junio pasado, medida administrativa que tuvo como consecuencia que su patrono decidiera, sin haberlo pedido, que se procediera únicamente con el pago de sus vacaciones pendientes. Cita que al ser tal medida irracional, infundada e ilegal, por nota de tres de junio de este año solicitó a la recurrida que le señalaran cuál era su situación laboral, y que le indicaran de qué manera iban a proceder con respecto al pago de su salario a partir del diez de junio pasado, cuando se agotaron las vacaciones, y que se procediera con el pago de su salario relacionado con los seis meses que estuvo en prisión preventiva, a lo que la Jefe de la Sub Dirección de Recursos Humanos, le indica que por instrucción de la Gerencia, a partir del once de junio se le concede licencia sin goce de salario, sin haberlo solicitado y de manera unilateral, y le indica que en relación con el reintegro de los salarios no percibidos durante la prisión preventiva, nuevamente, sin haberlo solicitado y de manera unilateral, que se le concedió un permiso sin goce de salario. Agrega que el once de mayo de este año se le notificó por parte de la Unidad de Disciplina Laboral de la recurrida, la apertura de un procedimiento administrativo en el que se conoce sobre la eventual responsabilidad que posee sobre tales hechos. Alega que todo lo actuado resulta lesivo de sus derechos fundamentales y que la actual licencia sin goce de salario que se le aplicó sin solicitarlo, es una muestra de ello, separándolo de su puesto e impidiéndole recibir su salario. Se declara con lugar el recurso por la suspensión del amparado sin goce de salario en el ejercicio de su cargo en el ente recurrido, siendo esa decisión competencia del órgano jurisdiccional que decretó en su contra medidas cautelares dentro de la causa penal. Salvan el voto el Magistrado Vargas y la Magistrada Salazar y declaran sin lugar el recurso. CL
15174-09.REVOCAN NOMBRAMIENTO EN PROPIEDAD SIN DEBIDO PROCESO. Indica el recurrente que fue nombrado en propiedad como Jefe del Departamento de Servicios Ambientales de la Municipalidad de San José, a partir del 07 de mayo del 2009. Que luego de haber cumplido con la idoneidad y el plazo establecido para el período de prueba a nivel convencional, en fecha 08 de julio del 2009, es decir 61 días después de su nombramiento, recibió  acción de personal por medio de la cual se revocó y modificó su condición en propiedad a interina, bajo el supuesto que existe una apelación en torno a la plaza, que desconoce. Menciona que la Convención Colectiva señala como período de prueba 60 días naturales, plazo suficiente para que la Administración le haya notificado cualquier aspecto, pero nunca fuera del plazo de ley. Considera que tal actuación es arbitraria y violatoria de su derecho de defensa y debido proceso.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la acción de personal N° 1213-2-RS-209 de la Alcaldesa y Jefe del Departamento de Recursos Humanos, ambos de la Municipalidad de San José. Se le ordena al Alcalde  y al Jefe del Departamento de Recursos Humanos ambos de la Municipalidad de San José que, de manera inmediata, restituyan al recurrente en el puesto de Jefe del Departamento de Servicios Ambientales. CL

15180-09. DEMORA EN RESOLVER PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO.  Manifiesta  el recurrente  que se desempeña como Director de la Escuela Las Orienta, ubicada en Santa Teresita de Turrialba. En virtud de una presunta situación conflictiva en el citado centro educativo, las autoridades del Ministerio recurrido dispusieron –como medida cautelar- su traslado  la Dirección Regional de Educación de Turrialba. Acusa que dicha medida cautelar se ha prorrogado indefinidamente, toda vez que tiene casi dos años de estar reubicado, hecho con el perjuicio profesional y salarial pertinente. Señala que el veinticuatro de junio de dos mil nueve, presentó ante el Ministro accionado un recurso de reconsideración, tendente a oponerse a dicha reubicación, oportunidad  que solicitó a esa autoridad que dispusiera su traslado o reubicación a las Direcciones Regionales de Turrialba, Cartago, Guápiles o Limón. Refiere que el veintitrés de junio de este año, interpuso ante la Dirección de Recursos Humanos recurrido, recurso de revocatoria y apelación en subsidio en contra el contenido de la resolución 230-2009-AD, que ordenó prorrogar su reubicación temporal. Agrega que el cuatro de agosto del presente año, presentó ante el Ministro recurrido un documento denominado contrapropuesta, a fin de que se le reinstale en su puesto en propiedad, sin embargo, no ha recibido resolución a dichas gestiones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena el Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, tome las medidas necesarias y urgentes, para que en el plazo de un mes, contados a partir de la comunicación de esta sentencia, se finalice el procedimiento disciplinario iniciado contra el amparado y se resuelva su situación laboral. CL
15154-09. SE ELIMINA DEL REGISTRO DE OFERENTES POR NO ATENDER LLAMADAS TELEFÓNICAS. Alega la recurrente que presta servicios en el Ministerio de Educación Pública como profesora de Enseñanza Preescolar, ello desde el año 2005, y además, se encuentra dentro de la lista de elegibles del órgano recurrido. Comenta que para el presente curso lectivo, se le aplicó el artículo 9 del Manual de Procedimientos para Administrar el Personal Docente, en virtud que, supuestamente, se habían realizado una serie de llamadas a la casa de habitación de la amparada para ofrecerle un nombramiento interino, sin embargo, nadie atendió la llamada. Estima que la aplicación en su caso del artículo 9 aludido, no procedía, por lo que considera lesionados sus derechos fundamentales. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que en forma inmediata incluya el nombre y la información de  la amparada en el Registro de Oferentes que lleva dicho Departamento.  CL
14827-09. SE ORDENA ENTREGAR INDEMNIZACIÓN POR RESTRUCTURACIÓN EN ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS. Señala la recurrente que labora para el recurrido desde el primero de setiembre de mil novecientos ochenta y seis, siendo nombrada en propiedad el  quince de diciembre el dos mil a fin de ocupar el cargo de Jefe de División de la Dirección Jurídica del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Asegura que la Junta Directiva recurrida aprobó el acuerdo número 2007-574 del veintisiete de noviembre del dos mil siete, "Plan de Implementación de la Reestructuración Institucional", el cual implementa "El Modelo de Administración de los Puestos" y el acuerdo número 2008-469 del veintinueve de setiembre del dos mil ocho, aprueba la implementación los Manuales de Clases y Cargos Institucionales. Afirma que con la aprobación del Manual de Clases, se eliminó el puesto de Jefe de División de la Dirección Jurídica del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, sin otorgarle el debido proceso, pues no se le comunicó lo pretendido, y no fue sino hasta el diecinueve de marzo del año en curso que se le notificó que ocuparía el puesto de Ejecutivo Experto, con una disminución de salario de ciento treinta mil colones. Se declara parcialmente con lugar el recurso, ante la omisión del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados de aplicar al amparado el correspondiente procedimiento indemnizatorio, en razón de la reestructuración aplicada al puesto que ocupa. Se ordena al Presidente de la Junta Directiva, y al Sub Gerente General, ambos del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que en el plazo improrrogable de un mes contado a partir de la notificación de esta sentencia, giren las órdenes respectivas y adopten las medidas necesarias para cancelar a favor del amparado, la indemnización que le corresponde por concepto de la reestructuración del puesto que ocupa. CL
14651-09. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO NOTIFICADO POR GACETA. Alega el recurrente que ingresó a laborar para la Asamblea Legislativa el ocho de mayo de dos mil seis, en el puesto 030577 de Asesor Especializado A-R, siendo asignado a la Fracción de Partido Acción Ciudadana. Que a partir del dieciocho de agosto de dos mil ocho, la Caja Costarricense de Seguro Social lo incapacitó debido a problemas cardiovasculares, esto de manera ininterrumpida desde dicha fecha hasta el diecinueve de abril de dos mil nueve, incapacidad que se encuentra refrendada por el Departamento de Recursos Humanos de la Asamblea Legislativa. Que a pesar de estar incapacitado, el Directorio Legislativo en sesión del treinta de marzo de dos mil nueve, tomó el acuerdo de despedirlo sin responsabilidad patronal, acogiendo una recomendación realizada por la Dirección Ejecutiva, mediante la cual se le instauró un procedimiento administrativo en su contra, del cual nunca fue notificado. Que supuestamente dicho procedimiento administrativo le fue notificado a su persona por medio de La Gaceta. Que dichas acciones son instruidas a solicitud del Jefe de Fracción del Partido Acción Ciudadana. Solicita que se obligue a los recurridos a reinstalarlo en el puesto de Asesor Legislativo A-R con todos los derechos que disfrutaba de previo, además que se le ordene a los accionados a notificarle personalmente la supuesta intimación de cargos contenida dentro del procedimiento administrativo en cuestión, y no mediante publicación en el Diario Oficial La Gaceta. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
14781-09. TRASLADO SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que desde hace 25 años labora para el Ministerio recurrido como Operador de Equipo Móvil 3. Acusa que con un proceder antojadizo, se  le trasladó de su lugar de trabajo al Plantel de Sarapiquí, el cual se encuentra a 31 kilómetros de distancia  Explica que nunca se le otorgó audiencia, no se le dio la oportunidad de pronunciarse acerca del cambio, ni tampoco, se respetó el trámite que se debe seguir para este tipo de movimientos, pues no se contó con el visto bueno de la Oficialía Mayor. Refiere que todo se originó porque el 16 de marzo fue sometido a una intervención quirúrgica en su rodilla, operación que ameritó que se le fijaran largas incapacidades, por lo que se le dijo que no ya no servía para el puesto que ocupaba. Agrega a lo dicho, que en el acto de traslado no se le comunica quién será su nuevo jefe, las labores que deberá desempeñar o, si se mantendrán o no las mismas garantías laborales que tenía en el otro cargo. Se declara con lugar el recurso. Se anula la carta de presentación 2009-471 del veinte de julio del dos mil nueve. Se le ordena al Director General de la División General del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, que reinstale al amparado en la clase puesto y con las funciones en que se encuentra nombrado en propiedad. CL
14776-09. CESE DE NOMBRAMIENTO INTERINA. Indica la recurrente  que labora para la Caja Costarricense de Seguro Social desde el año 1987 en el puesto de técnico de redes en el Área de Salud Heredia. Señala que fue ascendida al puesto de técnico dos en la Oficina de Bioestadística del Hospital México a partir de mayo de 2009 hasta el 31 de octubre de 2009. Lo anterior generó una serie de consultas ante la Unidad de Gestión de Recursos Humanos sobre la viabilidad del nombramiento, dado que en una de las secciones del servicio donde fue ascendida labora su esposo. Las valoraciones realizadas fueron resueltas favorablemente; sin embargo, por medio de oficio  del 27 de julio el Director General de Hospital México recomendó interrumpir su nombramiento, pese a las recomendaciones y valoraciones que se habían realizado en su caso. Por lo anterior desde el 16 de agosto del presente año fue cesada del puesto que ocupaba de forma interina. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia,  se restituye a la amparada, en pleno goce de sus derechos constitucionales, lo que implica ordenarle al Director General del Hospital México, que de forma inmediata se incluya a la amparada en el rol correspondiente para realizar nombramientos interinos en ese centro médico si otra causa no lo impide. Asimismo, se advierte a la autoridad recurrida abstenerse de incurrir a futuro en los actos u omisiones que dieron mérito a la estimatoria del amparo. CL
14649-09. SANCION A FUNCIONARIO JUDICIAL POR ACEPTAR REGALÍAS. Alega el recurrente que se inició una causa administrativa ante el Tribunal de la Inspección Judicial en su contra, para que se investigaran unos hechos denunciados a petición del Fiscal General de la República. Aduce que en el traslado de cargos los hechos investigados fueron numerados únicamente como uno y dos; no obstante, por resolución del Tribunal recurrido, se procedió a recomendar la revocatoria de su nombramiento, para lo cual se incorporó en la resolución un hecho más, sobre el que nunca fue intimado previamente, violentado con ello el debido proceso, el principio de intimación, derecho de defensa, y la correlación entre lo acusado y la sentencia. Indica que el Tribunal de la Inspección Judicial concluyó que asistió a una cena de cumpleaños de una persona que era parte en una causa, lo cual fue catalogado como un tipo de regalía. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
14810-09. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO SIN DEBIDO PROCESO. Manifiesta la recurrente que labora como Directora de la Escuela Mario Agüero González en Cerrillal de Alajuela. Acusa que la Inspección de Trabajo de Alajuela inició un procedimiento administrativo en su contra y convocó la recepción de prueba para el 26 agosto de 2009, sin embargo manifiesta que no se ha realizado una adecuada intimación de cargos por lo que considera se vulnera su derecho al debido proceso y derecho de defensa.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Jefe Regional de la Dirección Regional Huetar Norte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de Alajuela, que de inmediato gire las órdenes que se encuentren dentro del ámbito de su competencia a efecto de enderezar el procedimiento administrativo seguido contra la recurrente, notificando como en Derecho corresponda el traslado de cargos imputados a la amparada, el cual, deberá cumplir todas las exigencias del debido proceso. CL

14280-09. CONVENCIÓN COLECTIVA DE MUNICIPALIDAD DE PURISCAL. Acción de Inconstitucionalidad contra  las Cláusulas 8, 9, 10, 11, 13, 15 y 19 de la Convención Colectiva de Trabajo suscrita por la Municipalidad de Puriscal y sus trabajadores el 27 de agosto de 1992. Las normas impugnadas establecen el pago de medio salario a trabajadores que se incapacitan por más de cuatro días y menos de cinco, que quienes trabajen los sábados, les será  reconocido por un día entre semana, las ausencias injustificadas se podrán descontar de vacaciones, pone de pago obligatorio más días feriados de los que el Código de Trabajo establece, la póliza de fidelidad del Tesorero, la asume la Municipalidad y finalmente la Municipalidad ayudará económicamente a los trabajadores que se les prescriba prótesis o anteojos, aumentos de salarios, entre otros. Estima el recurrente que existe una ventaja indebida de un grupo de funcionarios públicos.  Se rechaza de plano la acción en relación con las cláusulas, novena, décima, décimo primero y décimo tercera de la Convención Colectiva de Trabajo de la Municipalidad de Puriscal y sus trabajadores, aprobada el veintisiete de agosto de mil novecientos ochenta y dos.  En cuanto las restantes cláusulas impugnadas, a saber, octava, décimo quinta y décimo novena,  se declara sin lugar la acción planteada. Los Magistrados Calzada Miranda y Jinesta Lobo salvan el voto y rechazan de plano en su totalidad la acción planteada por razones separadas. SL y RP

DERECHO PENAL
15340-09. PRÓRROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA SIN ESTAR PRESENTE DEFENSOR EN LA AUDIENCIA. Indica el recurrente   que el órgano jurisdiccional recurrido ordenó prorrogar la medida cautelar impuesta en su contra sin estar presente en la audiencia su abogado defensor, lo que estima un detrimento a su derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de las dieciséis horas treinta minutos del cuatro de setiembre del dos mil nueve. CL
15120-09. DETENCIÓN. Alega el recurrente que el ocho de abril del dos mil nueve, se encontraba ayudando a los bomberos en un incendio que hubo en Barrio Luján, y un policía lo empujó, por lo que él le explicó lo que estaba haciendo, sin embargo lo tomaron del cuello, lo arrojaron al piso, le pusieron las esposas y lo trasladaron a la caseta policial, donde lo vapulearon y luego lo llevaron al II Circuito Judicial. Explica que el lunes siguiente, se presentó en la Medicatura Forense para que lo valoraran, y  quince días después recibió una llamada para indicarle que se presentara en el centro hospitalario que le correspondía, por cuanto tenía un hombro fracturado, situación por la cual acudió y le manifestaron que tenía una rotación de ochenta grados y lo normal eran ciento ochenta, que si en noviembre no los había recuperado, tenían que operarlo. Comenta que debido a esto no puede trabajar en cualquier cosa y que le es difícil afrontar sus obligaciones económicas. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

14940-09. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTACIÓN. Aduce la recurrente  que al amparado se le impuso  una medida cautelar de prisión. Dicha resolución fue impugnada por la defensa, al considerar que no se establecieron de forma clara y comprensible los motivos de la prisión preventiva, sin embargo, el Tribunal Penal de Cañas confirmó la resolución dictada,  al considerar que existe peligro de Reiteración Delictiva. Acusa la recurrente que se están vulnerando los derechos del amparado pues no se expusieron adecuadamente los hechos por los cuales se dictó la medida cautelar. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 
14959-09. ATRASO EN LA TRAMITACIÓN DE LIBERTAD.  Indica alegados por el recurrente que se le impuso la medida cautelar de prisión preventiva. Que la imposición de tal medida fue impugnada ante el Tribunal de Juicio de Pavas, quien señaló vista para conocer del recurso en fecha 30 de julio de 2009. Agrega que durante la citada vista se recabó prueba determinante y contundente a su favor, la cual le excluía de manera inexorable de la comisión de los hechos. Sostiene que de tal magnitud fueron las probanzas evacuadas a su favor, que el propio representante del Ministerio Público en una forma objetiva, procedió a manifestarse anuente a que se le otorgara un cambio en la medida cautelar impuesta. Señala que el Tribunal de Juicio de Pavas consideró que no existía causal alguna para mantenerle en prisión preventiva, por lo que decidieron otorgarle su libertad sin imponerle otra medida. Acusa que inmediatamente después de resuelta su libertad, el Tribunal citado procedió de manera diligente a remitir al Juzgado Penal de Pavas la resolución que ordenó su libertad.  No obstante lo anterior, sin ninguna justificación válida y de manera arbitraria e ilegal, el Juzgado recurrido se negó de forma negligente a remitir la orden de libertad al Centro de Atención Institucional de San José de manera inmediata, por lo que aún y cuando el Tribunal de Juicio de Pavas le había concedido la libertad, de forma ilegítima el Juzgado accionado le mantuvo en prisión preventiva desde las 16:00 horas del día 30 de julio y hasta las 10:00 horas del día 31 del mismo mes y año, sin que mediara para ello ningún motivo, únicamente la negligencia judicial. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
14966-09. DETENCIÓN DE MENOR DE EDAD. Alega  el recurrente contra el menor amparado se sigue proceso penal, y se encuentra  detenido por orden de la Fiscalía Penal Juvenil del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Pococí, desde el 9 de setiembre de 2009, asimismo se realizó la respectiva identificación al menor en la Fiscalía Penal Juvenil. Alega que considerando la corta edad del menor, y que pasar una noche en las celdas resulta sumamente traumático e incluso contrario a los principios y al espíritu de la Ley Penal Juvenil, realizó una llamada telefónica a la Fiscalía que llevaba el caso, para informarle que hablaría con la Jueza Penal Juvenil disponible para que les diera audiencia y se resolviera la situación jurídica del menor de forma inmediata, por lo que llamó a la Jueza Penal Juvenil de Pococí disponible, y le expuso la situación, ante lo cual indicó que si le presentaban la acusación ella efectuaría la audiencia. Aduce que por lo anterior llamó nuevamente a la Fiscal Penal Juvenil, y no fue atendido en ninguna llamada, Manifiesta a que el menor privado de libertad tiene apenas 13 años, y mantenerlo detenido para efectuar una audiencia otro día, cuando existen jueces, fiscales y defensores públicos que pueden atender la diligencia es vulnerar los derechos fundamentales de la persona menor de edad, en especial el interés superior del menor y el derecho a recibir una respuesta en un plazo oportuno y expedito.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
14384-09. ARRESTO POR DELITOS DE CALUMNIA O INJURIA POR MEDIO DE  LA PRENSA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 7 de la Ley de Imprenta. Se impugna el artículo 7 de la Ley de Imprenta, por considerar que infringe libertad de expresión y de prensa, el derecho de información, el derecho de acceso a la justicia y los principios de non bis in idem, razonabilidad y proporcionalidad, así como lo dispuesto en los artículos 8 incisos 1) y 2) y 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Sobre el tema se citan las sentencias, 2006-05977, 2008-016969, 1992-2996, 2006-05977, 2000-08191 y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se concluye que no es inconstitucional la norma impugnada y por ende, procede rechazar por el fondo la acción. Los Magistrados Calzada y Vargas  salvan el voto e interlocutoriamente declaran con lugar la acción. RF

14351-09. DETENCIÓN. Aducen los recurrentes que son oficiales de la Fuerza Pública, activos y en servicio y que se les citó a la base, en donde se les  indicó que quedaban aprehendidos por orden del Asesor Legal y de los oficiales de la Inspectoría de la Fuerza Pública. Considera que la aprehensión de las que son objeto es ilegítima y vulnera sus derechos fundamentales ya que no están a la orden de autoridad judicial competente. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
14378-09. APREMIO CORPORAL POR ERROR. Indica el recurrente que le  notificaron una orden de apremio corporal en su contra por la falta de pago de pensión alimentaria correspondiente al mes comprendido entre el 19 de julio de  2009 al 18 de agosto de 2009; sin embargo, tal monto se encontraba cancelado. En ese sentido, indica que el 24 de agosto se apersonó ante la autoridad recurrida con los recibos correspondientes con el fin de revisar su expediente y se percató de que la solicitud de apremio corporal gestionada era en contra de otra persona quien figura como demandado en otro expediente. Afirma que la autoridad recurrida al percatarse del error cometido dejó sin efecto su orden de captura. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
14358-09. DETENCIÓN POR ATRASO EN TRÁMITES ADMINISTRATIVOS.  Alega el  recurrente que en la Fiscalía de Bribrí se tramita  causa penal en contra de su representado, en la que apeló la prórroga de la prisión preventiva, la cual fue acogida y se declaró la libertad del tutelado. No obstante, acusa el amparado estuvo privado de libertad ilegítimamente por espacio de 3 días, porque no llegaba la orden de libertad. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

14356-09. PRORROGA DE PRISIÓN PREVENTIVA DICTADA POR UN JUEZ QUE SE HABÍA INHIBIDO. Aduce el  recurrente que  en la causa penal seguida contra  el amparado se inició en el Juzgado Penal de Grecia, el cual se inhibió para seguir el conocimiento del asunto declinando la competencia en el Juzgado Contravencional del Grecia, despacho que realizó varias actuaciones en la causa, sin embargo, este despacho también se declaró la incompetencia por medio de resolución del 25 de mayo de 2009, enviando el asunto nuevamente al Juez Penal de Grecia. En esta oportunidad el Ministerio Público solicitó al Juzgado de Grecia la prórroga de la prisión preventiva y este despacho acogió la solicitud. Considera que este hecho es contrario a lo dispuesto en la normativa que rige para tales efectos, pues los actos judiciales posteriores a la excusa o recusación no son eficaces, razón por la cual considera vulnerada la libertad personal del amparado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
14350-09. DETENCIÓN. Manifiesta la recurrente que su defendido fue detenido, a fin de practicarle un reconocimiento con dos testigos dentro de  la causa penal; no obstante el resultado fue negativo. Considera que a su defendido se le debió de poner en libertad, toda vez que en el expediente no existe ninguna prueba que lo involucre en los hechos que se le acusan y las huellas recolectadas también resultaron negativas. Sostiene que la Fiscalía Penal Juvenil insiste en mantener al encartado privado de libertad bajo el argumento de “por si aparece prueba que lo involucre”. Estima que la actuación impugnada lesiona el derecho de libertad del amparado, por cuanto no existe elemento objetivo alguno que lo involucre. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

14379-09. PRISIÓN PREVENTIVA. AUDIENCIA ORAL. Manifiesta el recurrente que a él y a otros imputados se les impuso prisión preventiva por el término de 4 meses, posterior al vencimiento, se les ha venido prorrogando; no obstante, la última vez que se prorrogó no fueron convocados a la audiencia, supuestamente, porque no fue posible localizarla. Aduce que se le mantiene privado de su libertad sin respetarse el debido proceso, al haberse realizado una vista secreta, únicamente, con la presencia de la fiscal y el juez. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del tutelado. Proceda el Juzgado Penal recurrido que conoce la causa penal número 09-200795-456 PE, a realizar la audiencia oral para conocer la solicitud de prórroga de la prisión preventiva del tutelado, formulada por el Ministerio Público. CL

14282-09. PRISIÓN PREVENTIVA. REBELDÍA. Manifiesta el  recurrente  que en proceso que se tramita contra su representado, se declaró la rebeldía y se ordenó la captura del amparado, con ocasión de lo cual éste fue detenido. Indica que a través de la resolución del 19 de agosto de 2009 se ordenó la prisión preventiva  por tres meses, determinación que fue notificada a la defensa hasta el 31 de agosto, es decir, doce días después de emitida. Acusa que con la actuación del despacho recurrido se retrasó en forma injustificada el ejercicio oportuno del derecho de defensa del amparado, con lo que sus derechos fundamentales fueron conculcados. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

14223-09. NOTIFICACION A IMPUTADOS DE RENUNCIA DEL DEFENSOR. Aduce la recurrente  que el Juzgado Penal de Garabito, conoció solicitud de prisión preventiva en contra de  los  donde se dictó prisión preventiva por dos meses en contra de los tutelados, quienes contaban con la asistencia de la  defensora privada. Señala que dentro del término correspondiente para apelar la prisión preventiva dictada, la defensora privada presentó ante el juzgado recurrido la correspondiente apelación de la medida cautelar.  Indica que posteriormente la defensora privada presentó formal renuncia ante el juzgado recurrido, y no fue sino hasta el cuatro de agosto del dos mil nueve que se tuvo por admitida la renuncia de la defensora  y dentro de dicha resolución previno a los tutelados que debían nombrar otro defensor de su confianza dentro del plazo de veinticuatro horas, misma que fue enviada a la antigua defensa particular, a la Fiscalía de Garabito y a la Defensa Pública. Explica que dicha prevención nunca fue puesta en conocimiento de los amparados, ya que no fueron llevados ante el Juzgado Penal de Garabito para ser notificados ni se les notificó por medio de personeros del Centro de Atención Institucional del Roble de Puntarenas, lugar donde se encontraban estos recluidos.  Con base en las consideraciones dadas en al sentencia, se declara sin lugar el recurso. CL 

14220-09. PRISIÓN PREVENTIVA SUPERA LA EVENTUAL PENAL. Alega el  recurrente que a su defendido se le prorrogó la prisión preventiva, situación que considera lesiona su derecho a la libertad. Considera que de conformidad al artículo 257 inciso b) del Código Procesal Penal el juez debe de poner término a la prisión preventiva, en todos los casos, cuando "…su duración supere o equivalga el monto de la posible pena a imponer". Manifiesta que para aplicar esa norma es necesario realizar un debate oral y público; sin embargo, la misma responde a una necesidad jurídica, a saber, que se debe ponderar el estado procesal de inocencia que favorece al imputado Agrega que la resolución del juez resulta irracional, toda vez que ese plazo supera la pena privativa de libertad que podría ser impuesta en juicio al imputado, ya que -en su criterio- la pena más alta que eventualmente se le podría imponer a su defendido es de un mes. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

14222-09. PRISIÓN PREVENTIVA. Señala el recurrente  que los amparados se encuentran privados de libertad por la medida cautelar impuesta por el Juzgado Penal de Liberia por un plazo de tres meses que venció el 27 de mayo de 2009. Que la Defensora Pública  se encuentra incapacitada, y se desconoce si existió una prórroga de la medida impuesta. Acusa que tampoco se realizó una audiencia para la ampliación de la medida cautelar, por lo que considera que los amparados se encuentran detenidos de forma ilegítima sin que medie orden judicial. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 
14015-09. DESCUIDO DE ANIMALES. Consulta Judicial, relacionada con el artículo 130 bis del Código Penal, en cuanto a la segunda frase de la norma dice “para quien azuzare o soltare un animal peligroso, con evidente descuido”. En este caso se indica que la forma en que se encuentra conformado el tipo penal, parece no cumplir con las exigencias del tipo de garantía que es necesario e imperativo en un Estado de Derecho.  Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 130 bis del Código Penal no resulta contrario a los principios de lesividad y tipicidad. Los Magistrados Calzada y Armijo salvan el voto y declaran la inconstitucionalidad de la norma consultada. Vargas Consigna nota. EVACUADA
14020-09.  INSCRIPCIÓN DE ARMAS. Acción de inconstitucionalidad contra el Artículo 62 de la Ley 7530. Ley de Armas y Explosivos del 10-07-1995. La norma señala que toda persona física podrá inscribir más de tres armas destinadas a la cacería, al tiro al blanco o al plato, aunque sean del mismo calibre.  Considera el accionante que la norma es contraria a los principios de igualdad, Estado de Derecho y legalidad, por establecer el derecho de las personas físicas para inscribir armas destinadas a la cacería, al tiro al blanco o al plato y no establecerlo para las personas jurídicas. Se rechaza por el fondo la acción. RF 

14028-09. ABANDONO DE LA DEFENSA Y SUS SANCIONES. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 104 Y 105 del Código Procesal Penal. Las normas impugnadas regulan lo referente a la renuncia y abandono de la defensa del imputado y las sanciones. Se estima que el legislador omitió indicar las sanciones al defensor que ejerce la representación del imputado en cuanto a la acción civil resarcitoria, el Tribunal dicta el abandono de la defensa sin tomar en cuanta el criterio del imputado, se sanciona al defensor sin debido proceso, no se permite al imputado escoger un defensor de su confianza. Sobre el tema, se citan las sentencias 10843-01 y 11148-07. Se rechaza por el fondo la acción. En cuanto a la interpretación y aplicación de lo dispuesto en los artículos 104 y 105 del Código Procesal Penal se rechaza de plano. La Magistrada Abdelnour y Armijo salvan el voto y ordenan dar curso a la acción. RF

14019-09. SOLICITUD DE PLAZO PARA FINALIZAR INVESTIGACIÓN SÓLO SE PERMITE AL IMPUTADO.  Acción de Inconstitucionalidad, contra el artículo 171 del Código Procesal Penal. La norma señala que cuando el imputado estime que el plazo se ha prolongado indebidamente, le solicitará al tribunal del procedimiento preparatorio que le fije término para que finalice la investigación.  Se acusa que sólo el imputado puede solicitar esta fijación del término y no del representante de la víctima. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Vargas y Jinesta salvan el voto y ordenan darle curso. RF

14129-09. PRÓRROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. Indica la recurrente  que a sus representados  se les prorrogó la prisión preventiva, decisión que fue tomada prácticamente en forma secreta entre la Fiscal y el Juez, sin que los defensores pudieran manifestarse, sin una convocatoria previa de la defensa a una audiencia, y sin la presencia de los imputados. Considera que de esa forma se les negó a los imputados el derecho de ser escuchados los argumentos de la defensa y con ello, su defensa material. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
FAMILIA
14508-09. FIJACIÓN DE PENSIÓN ALIMENTARIA A ABUELOS. Aducen los recurrentes que la recurrida interpuso una demanda por pensión alimentaria en su contra, en su condición de abuelos de 3 de sus hijos. Indican que con ocasión de eso, se les impuso una pensión provisional de 45.000.00 colones, lo cual se constituye en un monto muy elevado para ellos. Aseguran que están dispuestos a ayudar económicamente a sus nietos, sin embargo, la cantidad que tienen que pagar es excesiva, pues su hijo está en prisión y se tienen que hacer cargo de un préstamo.  Se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia, por falta de fundamentación se anula la resolución del Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Aserrí de las trece horas del dieciocho de agosto de dos mil nueve únicamente en lo referente a la fijación de la pensión provisional a cargo de la amparada. CL

INTIMIDAD

14775-09. INFORMACIÓN CREDITICIA. Alega el recurrente que estando negociando la incorporación a un nuevo empleo, el posible patrono le informó que no podía contratarle porque aparecen varias deudas a su nombre en su registro personal que consta en la base de datos de la empresa Datum. Estima que la empresa recurrida solamente puede suministrar esa información a entidades bancarias o financieras, por lo que hacer una distribución general a cualquier persona o empresa lesiona los derechos de los trabajadores que no han tenido ningún problema de trascendencia penal, al punto que su hoja de antecedentes penales se encuentra limpia. Agrega que la información que consta en la base de datos es con respecto a procesos civiles por deudas contraídas con cooperativas mientras fue empleado público, pero que las mismas no deberían ser consideradas para ser contratado laboralmente.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de Datum Sociedad Anónima, eliminar de inmediato de la base de datos que dicha empresa mantiene sobre el amparado, la información sobre su domicilio. CL
LIBERTAD DE PRENSA
14599-09. SE IMPUGNA TRANSMISIÓN DE PROGRAMAS PORNOGRÁFICOS. Aduce el recurrente que se encuentra disconforme con la transmisión de programas pornográficos en el Canal Extra TV 42 los días viernes y sábado en un horario de doce media noche a una y treinta de la mañana, sin ningún tipo de restricción. Lo anterior, por cuanto considera que esa situación amenaza con dañar la moral de las personas menores de edad, y la Comisión recurrida ha omitido ejercer sus funciones en defensa de los niños y jóvenes que se ven perjudicados con este tipo de programas. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
LIBERTAD DE TRANSITO

15191-09. ESTACIONAMIENTO DE VEHÍCULOS POR FALTA DE DEMARCACIÓN EN CORDÓN DE CAÑO EN BULEVAR RICARDO JIMÉNEZ OREAUMNO. Aduce el  recurrente que en el paseo peatonal Ricardo Jiménez Oreamuno se suscita un caos vial desde febrero del presente año, porque el bulevar es empleado como estacionamiento por los conductores, con lo que entorpecen el paso de los peatones y bloquean totalmente el ingreso a las diferentes oficinas que se encuentran en el lugar, así  como a la casa de habitación del amparado y a su Hotel y Café.  El sitio se ha convertido también en un lugar para lavar carros. La contaminación visual y sónica es evidente, ya que, aparte de afear el lugar, muchos vehículos estacionados tienen alarmas que se activan frecuentemente durante el día, y el ruido que generan .Agrega que las grúas de Tránsito muy de vez en cuando pasan por la zona, pero no actúan para combatir el problema. En este sentido, el personal de la Dirección General de Tránsito le indicó que no podían aplicar partes porque no hay señalización que indique que esté prohibido estacionar. En respuesta a lo anterior, se solicitó al Departamento de Señalización Vial del MOPT que efectuara la demarcación pertinente y redemarcación horizontal de línea amarilla frente al Hotel, en avenida 2°, paseo peatonal. Lamentablemente todavía  no se han efectuado dichas tareas. Por todo lo anterior, hace notar que ni la Municipalidad de San José ni la Dirección General de Tránsito han tomado las medidas necesarias para resolver el problema y más bien han puesto "oídos sordos" al asunto.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a el Encargado del Departamento de Señalamiento Vial de la Dirección General de Ingeniería de Tránsito del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, que gire las órdenes pertinentes para que, inmediatamente, se realice la demarcación amarilla para cordón de caños necesaria en el bulevar Ricardo Jiménez Oreamuno, de conformidad con el estudio de demarcación No.20035374. Adicionalmente, se le ordena al Director General de la Policía de Tránsito, que lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, de inmediato, se ponga fin a la problemática de aparcamiento de vehículos en las zonas prohibidas a lo largo del bulevar Ricardo Jiménez Oreamuno, específicamente, frente al Hotel Posada del Museo y el Café de La Posada. CL
MINORIAS
15172-09. FALTA DE ACERAS  Y RAMPAS PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD  EN CALLE DA  ACCESO A LA ESCUELA DE LA COMUNIDAD  DE RÍO GRANDE DE PAQUERA.  Manifiesta el recurrente que su hijo  menor  de  edad fue matriculado en el mes  de  febrero  en  la  escuela  de  la  comunidad de  Río  Grande  de  Paquera  y  le  traslada  en  su  silla  de  ruedas  hasta dicho centro educativo, el cual  se ubica a un kilómetro y medio de distancia de su casa. Indica que deben transitar por  medio kilómetro de vía cantonal y el resto del trayecto por vía nacional, pero  la calle está en mal estado, es de lastre, muy transitada y no hay aceras. Finalmente, manifiesta que el 11 de mayo de 2009, presentó  una gestión ante el Consejo  Municipal del Distrito de Paquera y que a la fecha  no  se ha dado solución a dicha problemática.  Considera que el accionar de las autoridades recurridas pone en riesgo la integridad  física de su hijo y la suya.  Se declara con lugar el recurso en cuanto se dirige contra la Municipalidad de Paquera. Se le ordena al Presidente del Concejo Municipal del Cantón de Paquera, que proceda inmediatamente a girar las medidas necesarias para que dé el mantenimiento apropiado a las calles de acceso a la escuela de la comunidad de Río Grande de Paquera y se construyan las aceras y rampas o se mejoren las existentes, a fin de que a más tardar en el plazo de SEIS MESES, esa comunidad cuente con esos servicios urbanos. CL
14777-09. NIEGAN SERVICIO DE TAXI POR VIAJAR CON PERRO GUÍA. Alega la  recurrente que es una persona con  deficiente visual, profesional en trabajo social, y para favorecer su movilidad utiliza una perra guía. El cuatro de agosto anterior, cuando venía de su trabajo, intentó abordar el primer taxi de la fila en el Centro Comercial Multicentro, en Desamparados, sin embargo, el conductor le indicó que "él no llevaba perros", a lo que le indicó de forma respetuosa que ese no era cualquier perro, sino, su perro guía y que por ley tiene acceso a los medios de transporte público; aún así, en forma grosera el conductor insistió en no llevarla. Al dirigirse al siguiente taxi, el conductor se mostró sorprendido de la negativa de su compañero, por lo que accedió a brindarle el servicio.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Concesionario de la placa de taxi número 5581 y al  chofer del vehículo denunciado, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron fundamento a la estimatoria de este recurso. CL

14815-09. MALAS CONDICIONES DE CALLE UBICADA EN COSTA DE PÁJAROS DE PUNTARENAS IMPIDE LIBRE TRÁNSITO A PERSONAS CON DISCAPACIDAD Manifiesta la recurrente que ha realizado múltiples solicitudes ante la Municipalidad recurrida para que se lleve a cabo el  arreglo de la calle ubicada a la entrada de su casa ubicada en Costa de Pájaros, Puntarenas, la cual fue lastrada con piedras de río.  Señala que debido a que su hijo debe de transportarse en silla de ruedas,  se le hace imposible salir y entrar de su residencia, razón por la cual, amparada en la Ley número 7600 ha solicitado lo dicho.  Indica que si bien se aprobó dicho arreglo, ello fue hace más de un año, sin que a la fecha se le haya resuelto el problema de forma definitiva. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la Alcaldesa y al Director de la Unidad Técnica de la Gestión Vial, ambos de la Municipalidad de Puntarenas, que procedan, DE INMEDIATO, a coordinar las acciones necesarias para reparar la calle pública que brinda acceso a la casa de habitación del amparado, ubicada en Costa de Pájaros. CL
MUNICIPALIDAD
15412-09. DERRUMBE  DE MURO DE CONTENCIÓN OCASIONADO POR PROBLEMAS DE ALCANTARILLA EN TARRAZÚ. Manifiesta el recurrente que el seis de junio del año en curso, la Municipalidad recurrida se encontraba realizando trabajos debido a un problema de alcantarillado" que pasa por un costado de su casa de habitación, lo cual ocasionó que el muro de contención del inmueble que habita el amparado, se derrumbara. Indica que en tiempos de invierno, dicha alcantarilla se desborda, ocasionando daños al inmueble y a las propiedades de los vecinos. Menciona que pese a las solicitudes efectuadas a la autoridad recurrida, no ha realizado los esfuerzos necesarios para solventar el problema, pues esa vivienda se encuentra guindando de un barranco. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Alcalde de Tarrazú, que realice las gestiones necesarias para que, en el plazo de un mes, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se solucione, de manera definitiva, el problema que presenta la alcantarilla ubicada frente a la propiedad de los amparados. CL
15171-09. CIERRE DE CALLE EN PLAYA TORTUGA  Aduce el recurrente que es un adulto mayor de 84 años de edad y habita un lote dentro de la zona marítima terrestre de Playa Tortuga. Explica que para trasladarse a su hogar debe atravesar el cauce del Río Tortuga, ya que el camino que tanto él como los vecinos del lugar utilizaban para cruzar fue cerrado por un particular. Aduce que el 7 de febrero de este año, un grupo de vecinos presentó una nota ante el Alcalde de la Municipalidad recurrida, en la que fue denunciada la interrupción del acceso a las playas; empero, a través del oficio No. DAM-ALCAOSA-381-2009 de 22 de abril de 2009, esa instancia alegó, entre otras cosas, que la cerca de púas ubicada como a 30 metros de la carretera costanera que señalan los administrados interrumpe el paso, fue colocada por el propietario de una finca privada, y ésta se encuentra dentro de la zona de protección del Río Tortuga, por lo que la competencia para conocer de esas situaciones es del Ministerio de Ambiente accionado. Se declara con lugar el recurso en contra de la MUNICIPALIDAD DE OSA. Se le ordena al ALCALDE MUNICIPAL DE OSA y al PRESIDENTE DEL CONSEJO MUNICIPAL DE OSA, que cada uno, dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias giren las instrucciones pertinentes, tomen de manera inmediata las medidas necesarias, efectivas y oportunas y coordinen con los entes u órganos que estimen competentes para realizar la revisión del sitio objeto de este recurso y determinen de manera definitiva, el destino que debe tener la "cerca construida a 30 metros de la carretera costanera" y "las piedras colocadas en las márgenes del Río Tortuga" y respondan de forma definitiva al recurrido todos sus planteamientos, ya sea, aprobando o denegando su petitoria, pero haciéndolo de manera integral. CL

14623-09.IMPIDEN LIBRE TRÁNSITO POR CIERRE DE ALAMEDA.  Manifiesta la recurrente que  es vecina de  Ipís de Guadalupe, Ciudadela Rodrigo Facio. Señala que un vecino solicitó ante la Municipalidad de Goicoechea el cierre total de la alameda, a raíz de que en febrero una ambulancia se estacionó al frente de su casa para darle atención médica. Indica que debido a esto, la recurrida obstaculizó la única entrada a su casa por medio de dos grandes cubos de cemento que invadieron dicha entrada. Aduce que son varias las personas que necesitan la entrada en razón de las necesidades y comodidades, como el ingreso y salida de alimentos, materiales de construcción, entre otros. Establece que en dichas viviendas la mayoría de las personas cuentan con más de sesenta años y necesitan  salir con la ayuda de un vehículo, además  alega que necesita meter el carro en su casa. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
14794-09. MALAS CONDICIONES DE INFRAESTRUCTURA DEL MERCADO MUNICIPAL DE PARRITA. Manifiesta  la recurrente que el Área Rectora de Salud de Parrita le comunicó al Alcalde Municipal de Parrita la orden sanitaria y le otorgó un plazo de cuarenta días para reestablecer las condiciones de higiene y salubridad del edificio del mercado municipal. Que debido a lo anterior los arrendatarios del Mercado Municipal de Parrita no pueden renovar los permisos sanitarios de funcionamiento ante el Ministerio de Salud, debido a la existencia de esa orden sanitaria. Acusan que el estado actual del mercado constituye un foco de contaminación dada la existencia de canoas obstruidas, sistemas de tratamiento de aguas negras y servidas colapsados, lo cual genera malos olores y la propagación de organismos patógenos portadores de enfermedades infectocontagiosas que ponen en peligro la salud de los inquilinos, los usuarios y vecinos del lugar.  Además, la basura no cuenta con lugar apto para depositarla. Añade que el mercado no cuenta con las medidas mínimas para hacerle frente a una eventual emergencia sísmica o de incendio, ya que no han sido colocados extintores en los pasillos, ni tampoco hay hidrantes.  Finalmente, los servicios sanitarios y los ingresos no cumplen con lo estipulado en la Ley 7600, ya que no hay rampas de acceso y salida para las personas con necesidades especiales. Se declara  con  lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal y al Presidente del Concejo Municipal, ambos de la  Municipalidad de Parrita, que deben cumplir en el PLAZO DE SEIS MESES con todas las ordenes emitidas por el Ministerio de Salud con respecto al mejoramiento de las condiciones físico sanitarias del Mercado Municipal de Parrita, así como ajustar las obras de remodelación a las especificaciones contenidas en la Ley N°7600 y su reglamento.   CL
14837-09. AUSENCIA DE ACERAS  Y MALAS CONDICIONES  DE LAS  CALLES EN  MOZOTAL DE GOICOECHEA. Aduce el recurrente que en fecha diecinueve de febrero del dos mil cinco, por su condición de no vidente,  solicitó ante la autoridad recurrida, el cumplimiento de las disposiciones del Reglamento a la Ley 7600, "acceso al espacio físico", entre lo que solicitó: la construcción de tramos de las aceras y el asfalto de la calle, en la Urbanización La Trinidad, en Mozotal de Goicoechea y solucionar el problema de caños profundos y aceras en mal estado -o del todo inexistentes- que imposibilitan el libre tránsito de las personas -en especial las discapacitadas que andan en sillas de ruedas-, sin que hasta ahora se haya hecho nada por mejorar el problema. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Goicoechea, adoptar las medidas pertinentes para que, de forma inmediata, aperciba a los propietarios o poseedores de bienes inmuebles dar inicio a la construcción de las aceras frente a sus propiedades, en caso que sea necesario, y que se les brinde mantenimiento a las que lo requieran, ajustando las obras de manera que se elimine las barreras arquitectónicas. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión del propietario o poseedor de cumplir con las obligaciones señaladas, la Municipalidad ejecute las obras, las cobre y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. CL Parcial
14796-09. MALAS CONDICIONES DE LAS  CALLES EN EL CASERIO  LA PAQUITA DE QUEPOS. Aduce  el recurrente desde el mes de mayo del dos mil ocho, la municipalidad recurrida procedió a hacer unas zanjas y destrozar las calles del caserío de Paquita.  Señala que si bien es cierto se recogieron los desechos dejados por las inundaciones, a la fecha de interposición de este recurso, las zanjas y el mal estado de las calles permanecen, lo cual ha producido además de las incomodidades en el tránsito, una cría de zancudos y mosquitos, por cuanto las zanjas en mención están llenas de agua estancada. Indica que cuando se produjeron las zanjas y la problemática en las calles, el alcalde de la Municipalidad de Aguirre, prometió reparar tales daños, sin embargo a la fecha no ha cumplido.  Se declara con lugar el recurso contra la Municipalidad de Aguirre. Se ordena al Alcalde; y al Encargado del Departamento de Desarrollo y Control Urbano, ambos de la Municipalidad de Aguirre,  disponer lo necesario para que, en el plazo de quince días, contado a partir de la notificación de esta sentencia, inicie las obras que dice haber presupuestado para corregir el problema que plantea el actor, así como que las concluya a la mayor brevedad posible. En cuanto al Ministerio de Salud, se declara sin lugar el amparo. CL Parcial
14707-09.MALAS CONDICIONES DE LA CALLE EN BARRIO PLAZA DE MORA Y PLAZA DEL ALTO EN OREAMUNO DE CARTAGO. Señala el recurrente que es vecino de la Urbanización Mata de Mora y que desde el proyecto fue entregado ha contado con serios problemas de acceso por vía pública a la comunidad de San Rafael de Oreamuno.  Alega que la calle de aproximadamente ochocientos metros que comunica Mata de Mora y Plaza del Alto de Oreamuno, es una vía indispensable para la comunidad, por la cual transitan muchas personas; pero que pese a ello y a que el presupuesto para realizar los arreglos debidos se aprobó desde el año 2006, la calle se encuentra en pésimas condiciones lo que hace el acceso de vehículos livianos casi imposible, ya que éste se encuentra destruido, colapsado y cuenta con dos zanjas de gran dimensión que se extienden por lo menos doscientos metros, lo cual pone en peligro la vida de los transeúntes.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Oreamuno, que de forma inmediata y coordinada adopte la medidas requeridas y ejecute las acciones pertinentes para que la calle que comunica al barrio Mata de Mora y Plaza del Alto, sea debida y correctamente reparada, así como la construcción de una alcantarilla que canalice las aguas pluviales en el citado barrio. CL
14176-09. DESBORDAMIENTO E INUNDACIONES POR FALTA DE CANALIZACIÓN DE AGUAS  EN JARAZAL DE PURISCAL.  Indica el recurrente que los vecinos de Ciudadela Jarazal de Puriscal han denunciado y solicitado ante la Municipalidad accionada que repare un acueducto que provoca desbordamientos e inundaciones, sin embargo no lo ha hecho, lo que pone en peligro la salud y la vida de los vecinos del lugar. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Puriscal, que en el término improrrogable de un mes contado a partir de la notificación de esta resolución resuelva definitivamente el problema denunciado por el recurrente en relación a la canalización de las aguas de la comunidad de Jarazal de Puriscal. CL
14016-09. DICTÁMENES DE LA PROCURADURÍA, SOBRE FINANCIAMIENTO DE PLANES REGULADORES, VINCULANTES PARA LAS MUNICIPALIDADES. Acción de inconstitucionalidad contra el  artículo 2 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República. No. 6815 del 27-09-1982 y sus reformas. -Opinión Jurídica No. OJ-096-2005 del 14 de julio del 2005 y Dictamen C-234-2006 del 07-06-2006. Se impugna el dictamen legal de la Procuraduría General de la República que vincula a todas las municipalidades, en tanto no permite la gestión, contratación o financiamiento privado en los planes reguladores, prohíbe la participación financiera  de las empresas, no se permite la participación de personas privadas en la contratación, gestión o financiamiento de planes reguladores, lo que a juicio del accionante viola el principio de autonomía municipal.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción.  RF
NOTARIADO

14381-09. SANCIONES A NOTARIOS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 145 inciso c) del Código Notarial. Se acusa que la norma impugnada deja a la libre interpretación del juez lo que sea impericia, descuido o negligencia atribuible a los notarios, dejando encuadramiento a la libre interpretación, arbitrio y subjetividad del operador jurídico. Es una norma abierta, con ausencia total de gradualidad en la calificación de la gravedad de las faltas y estima que coloca al notario en estado de indefensión. Se rechaza por el fondo la acción. RF 

14281-09.  SANCIONES A NOTARIOS. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 144 inciso e) del Código Notarial. La norma se impugna en cuanto contiene un tipo penal abierto. La construcción de tipo adolece de concreción, de modo que permite que el juzgador al momento de dictar sentencia, hacer uso de una amplia discrecionalidad para encuadrar cualquier conducta dentro del tipo objetivo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
14021-09. CASACIÓN EN MATERIA NOTARIAL. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículos 158 y 164 párrafo segundo del Código Notarial. Se acusa que las normas impugnadas impiden al notario la vía de casación, mientras si le es concedida a la víctima y al actor civil. No se delimita plazo de prescripción en sanciones disciplinarias contra notarios.  Sobre el tema se citan las sentencias 4867-04, 6320-03. Se rechaza por el fondo la acción. RF

PODER EJECUTIVO
14391-09. CAMBIAN POR DECRETO DESTINO DE FONDOS ESTABLECIDOS POR LEY. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Decreto Ejecutivo No. 34206-MEP del 14-12-2007. La norma se impugna en cuanto la accionante considera que los funcionarios públicos no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede y sólo pueden realizar actos y prestar servicios cuando el ordenamiento jurídico lo autorice. Refiere que por Ley 7972 se regula la creación de cargas tributarias sobre licores, cervezas y cigarrillos para financiar un plan integral de protección y amparo de la población adulta mayor, niñas y niños en riesgo social, personas discapacitadas abandonadas, rehabilitación de alcohólicos y farmacodependientes, apoyo a las labores de la Cruz Roja y derogación de impuestos menores sobre las actividades agrícolas y su consecuente sustitución. El artículo 15 inciso h) de dicha Ley establece que un dos y medio por ciento de los recursos serán asignados vía transferencia del Ministerio de Hacienda, a la Fundación Mundo de Oportunidad, titular de la cédula jurídica número 3-006-227840, para financiar el proyecto de creación, construcción y mantenimiento de un centro de recursos destinado a velar por las necesidades de la población discapacitada. Considera el accionante que el artículo 1 es inconstitucional por cuanto crea el Centro Nacional de Recursos para la Educación Inclusiva, CENAREC, al que se dota de personalidad jurídica instrumental. Eso sólo puede hacerse a través de una ley, según lo dispuesto en los artículos 11 y 121 inciso 20) de la Constitución Política, donde se determinen y señalen los actos y atribuciones, los fines a realizar y los límites de la misma como potestades y regulaciones de esa personalidad instrumental. Aduce que el Decreto impugnado cambia el destino de los fondos que administra la Fundación con base en la Ley 7972 para pretender dar cumplimiento a otros fines, lo cual vulnera el artículo 41 de la Constitución Política. Se declara parcialmente con lugar la acción. Se anula el artículo 1 del Decreto número 34206-MEP de 14 de diciembre de 2007. En lo restante se declara sin lugar la acción con la interpretación que consta en sentencia. CL Parcial

14387-09. REQUISITOS PARA OBTENER BENEFICIOS DEL FONDO DE ASIGNACIONES FAMILIARES. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 2 de la Ley de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares. No. 5662. Este artículo hace referencia al Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares administrado por la Dirección General de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, creado en esa misma ley. La norma se impugna concretamente por cuanto se considera discriminatorio que el fondo sea para uso exclusivo de costarricenses, y no pueda ser utilizado por extranjeros, lo que la accionante estima lesiona lo dispuesto en el artículo 33 constitucional. Sobre el tema, se cita la sentencia 1415-99 y con base en lo expuesto, se rechaza por el fondo la acción. RF
PODER JUDICIAL
14388-09. APELACIÓN EN PROCESOS DE MENOR CUANTÍA. Acción de inconstitucionalidad en contra del artículo 10 de la Ley que regula el proceso laboral de negocios de menor cuantía. No. 3664. El actor reclama que la norma vulnera el debido proceso y el principio de igualdad, al disponer que el recurso de apelación cabra contra las sentencias dictadas por el Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía, lo que cercena su derecho a recurrir. Además, la disposición es  discriminatoria porque las partes en el proceso tiene derecho a la igualdad de oportunidades, entre ellas la de recurrir. Sobre el tema se cita el voto 2004-13779. Se rechaza por el fondo el recurso. RF
PRIVADOS DE LIBERTAD
14712-09. SUMINISTRO DE AGUA POTABLE EN CENTRO PENITENCIARIO. Aducen  los recurrentes que se encuentran privadas de libertad en el Centro Institucional Pococí. Manifiestan que el centro recurrido ha inobservado las reglas y principios mínimos en cuanto al tratamiento de los reclusos ya que no se les ha proporcionado la distribución de agua potable para el aseo y el consumo, restringiéndose su suministro únicamente a las seis de la mañana y doce del medio día durante cuarenta minutos, y ocasionalmente en la noche, durante una hora, además indican que las condiciones climáticas donde se encuentra ubicado el centro recurrido aunado a la influenza A H1N1 por la que atraviesa el país hace más necesario el abastecimiento de agua durante el día. Alegan que la restricción del preciado líquido es contraria a la dignidad humana, convirtiendo la privación de libertad en un trato cruel y degradante. Se declara con lugar el recurso, y se le ordena a la Directora del Centro del Programa Institucional Pococí y al Subgerente General con facultades de Apoderado Generalísimo sin límite de suma la representación judicial y extrajudicial del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que de inmediato realicen las labores de coordinación que corresponda para que en el término improrrogable de TREINTA DÍAS, contado a partir de la notificación de esta resolución se definan y concluyan los trabajos que técnicamente resulten necesarios para garantizar el abastecimiento de agua en el Centro de Atención Institucional Pococí las veinticuatro  horas del día, para lo cual tanto el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados como la Administración penitenciaria deberán ejecutar todas las labores indispensables, dentro del ámbito de sus competencias. CL
14514-09. SE ORDENA ENTREGAR IMPLEMENTOS DE LIMPIEZA EN LA REFORMA.  Alega el recurrente que las condiciones higiénicas que sufren los privados de libertad del Centro de Atención Institucional La Reforma promueven las enfermedades, virus y otras amenazas a su salud.  Acusa que desde hace un tiempo padece de constantes infecciones de garganta debido a una amigdalitis, como así de problemas estomacales. Añade que  en el Centro de Atención Institucional La Reforma no se brindan las condiciones mínimas de salubridad, no se proporciona implementos de limpieza como desinfectantes, cloro o jabón, y si se cuenta con éstos es porque son abastecidos por familiares. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Ministro de Justicia y al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, que de inmediato giren las instrucciones pertinentes para que a ese Centro de Atención Institucional le sea suministrado el desinfectante y cloro requeridos para la debida salubridad del establecimiento. CL Parcial.

SERVICIOS PUBLICOS
15390-09. NIEGAN SEGURO EN OPERACIÓN CREDITICIA POR ENFERMEDAD. Aduce el recurrente  que es paciente diagnosticada con Lupus desde enero de dos mil siete y actualmente bajo control médico en el Hospital México. A finales del dos mil ocho solicitó un crédito para construcción de vivienda ante el Fondo de Beneficio Social de la Universidad Nacional. Para la formalización de ese crédito se le solicitó presentarse ante la Sociedad de Seguros de Vida, para que se le realizaran exámenes médicos, lo cual es un requisito para que se asegure la operación crediticia indicada. En la consulta médica informó de su condición de salud. El tres de abril anterior formalizó una operación de vivienda con el Fondo de Beneficio Social de la Universidad Nacional, y a pesar de que en ese momento se le aplicó la deducción correspondiente a la cuota de la Sociedad de Seguros de Vida, se le informó que esa entidad todavía estaba analizando si podía asegurar la operación de crédito, lo que con posterioridad se resolvió negativamente. Por esa razón solicitó explicaciones y  se le indicó al Fondo de Beneficio Social de la Universidad Nacional, que dicha decisión se había tomado por los padecimientos de la solicitante declarados al médico examinador y debido al historial clínico suministrado por el Hospital México. Estima que dicha decisión es discriminatoria e irracional, y que aún cuando si resultare procedente ese tipo de diferenciación, en el momento del aseguramiento se puede establecer una cláusula que excluya la muerte causada por la enfermedad que padece. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

15149-09. INCONSISTENCIAS EN EL SUMINISTRO DE AGUA. Aducen las recurrentes que hace más de 6 años presentan problemas de escasez del suministro de agua, principalmente en la época de verano y durante ese tiempo el preciado líquido es abastecido por medio de camiones cisterna, mismos que provienen de la Compañía de Servicios Públicos de Heredia y no por Acueductos y Alcantarillados. Indican que para solucionar el problema citado se determinó que el Instituto recurrido perforaría un pozo en unos terrenos otorgados por la Municipalidad recurrida, igualmente se firmó un contrato entre la corporación municipal con dicho  Instituto. Indican que en la tercera semana de enero de de 2009 comenzó la primera perforación, pero la misma fue detenida bajo el argumento de que "la máquina se había dañado". Manifiestan que hasta el momento las perforaciones siguen pendientes a su realización, y el problema continúa sin resolver. Como consecuencia de ello y a pesar de que cuentan con todos los demás permisos legales no pueden continuar con la construcción de sus viviendas. Se declara sin lugar el recurso. SL

15162-09. IMPIDEN PARTICIPACIÓN A AUDIENCIA PÚBLICA PARA AJUSTES DE TARIFAS DE ENERGÍA EN SAN MARCOS DE TARRAZÚ. Alegan los recurrentes  que la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, convocó a audiencia pública para las diecisiete horas del trece de agosto del dos mil nueve, en el Salón Comunal de San Marcos de Tarrazú, con el fin de presentar ajuste en las tarifas residenciales en los meses de septiembre de este año y enero del año dos mil diez.  Manifiestan que CoopeSantos R.L. ofrece y distribuye sus servicios a toda la zona de Los Santos, gran parte de zonas de Aserrí, Desamparados, Acosta y Tabarcia de Mora. Aducen que por la hora de realización de la audiencia, la lejanía y la inexistencia de transporte público, se les obstaculiza la posibilidad de presentar sus ponencias -las cuales son bastantes-, en contra de dichos aumentos, por lo que se ven discriminados y violentados sus derechos fundamentales como usuarios  de dicho servicio de transporte. Agregan que  los recurridos indican que no pueden variar o ajustar la audiencia, por lo que consideran violentados sus derechos fundamentales.  Se declara con lugar el recurso. Se anula la convocatoria efectuada por la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicas en la Gaceta del veinte de julio de dos mil nueve,  para la audiencia pública para conocer la propuesta planteada por la Cooperativa de Electrificación Rural de los Santos (COOPESANTOS RL.), para ajustar las tarifas del servicio de distribución de energía que brinda la misma. Se le ordena al Regulador General de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de su competencia para que se reprograme la audiencia mencionada, con el fin de que la misma se efectúe de manera tal que garantice la asistencia de las personas que puedan verse afectadas por dicha solicitud, ya sea mediante la realización de audiencias en diversos centros de población a los que los interesados puedan acceder sin enfrentarse a problemas de distancias excesivas o falta de servicio de transporte público, o bien, mediante el uso de enlaces tecnológicos que permitan las transmisión de esa audiencia a dichos lugares, así como la participación de los afectados. CL

14745-09. INTERRUPCIÓN DEL SERVICIO DE AGUA POTABLE. Indica el recurrente que en el Proyecto Manuel de Jesús de Cartago, comunidad donde habita él y los amparados, tienen un grave problema con el servicio de agua potable, el cual es indispensable para la salud y la vida de ellos, especialmente en su caso, pues en dicha comunidad conviven muchos niños y adultos mayores cuya salud se ha visto deteriorada a partir del no suministro de agua potable sobre una base regular. Que todos los días se suspende el servicio de agua potable al ser las cuatro horas y regresa a las diecinueve horas, siendo que solamente queda habilitado el servicio de las diecinueve horas a las cuatro horas del día siguiente. Que en algunas ocasiones no regresa hasta el día siguiente y cuanto llega el agua más temprano, que es casi nunca, llega a chorritos. Se declara CON lugar el recurso. Se ordena al Alcalde  y al Presidente del Concejo Municipal ambos de la Municipalidad de Cartago y a la  Jefe de la Oficina Regional de Cartago del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, disponer lo necesario para que se solucione el problema de abastecimiento discontinuo de agua potable que afecta a los vecinos de Proyecto Manuel de Jesús en Cartago, ya sea mediante la instalación de un macro medidor y unas válvulas en líneas de distribución claves, o de otras medidas que se estimen pertinentes. En todo caso, la solución deberá haberse definido y comenzado a ejecutar en UN MES siguiente a la notificación de esta sentencia. CL
14676-09. NIEGAN INSTALACIÓN DE AGUA POTABLE.  Alega la  recurrente que es propietaria de dos inmuebles ubicados en la  Urbanización Monte General de Pérez Zeledón, en la que se construye una edificación que ya casi  finaliza, y al solicitar instalación del servicio de agua para los inmuebles referidos, se le informó de manera verbal que el servicio no podía suministrarse. Agrega que la entidad recurrida señaló que la denegatoria dicha se mantendría hasta que finalizaran las mejoras del acueducto, sin embargo, no especificó la duración de éstas. Comenta que desde ese momento, ha solicitado de manera reiterada y en forma verbal la instalación de la prestación, sin embargo, la respuesta sigue siendo la misma. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
14787-09. SUMINISTRO DE AGUA POTABLE. Manifiesta la recurrente que durante muchos años la comunidad de Salitral de Bagaces, en su parte alta, ha sufrido la falta de agua potable, y su vivienda se ubica en ese lugar. Refiere que se han realizado las gestiones necesarias para que el Instituto recurrido realice las mejoras para brindar el servicio; sin embargo, a la fecha no las ha realizado. Señala que el Instituto accionado está convocando a una Asamblea General con el Comité de Vecinos del Acueducto Rural,  que dentro de la convocatoria que se realiza, se establece que para tener el derecho de votar y ser postulados para la Junta Directiva, se debe ser propietario de prevista y de la propiedad, y estar al día en el pago de los servicios públicos. Explica que a pesar de que existe un acuerdo para que el Instituto recurrido asuma el Acueducto Rural, está patrocinando esta reunión para que el pueblo siga administrando el acueducto, aún y cuando las condiciones del agua actualmente no son las más óptimas. Añade que en su caso en particular se ve obligada a adquirir agua embotellada debido a la enfermedad de su hija. Se declara con lugar el recurso, y se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que de inmediato proceda con la asunción del sistema de acueducto de la comunidad de Salitral de Bagaces e inicie el procedimiento aludido en el artículo 4.3 del "Procedimiento para asumir sistemas de Acueductos y Alcantarillado por el AYA, y su Registro Contable. CL
14800-09. SUMINISTRO DE AGUA POTABLE. Señalan  los recurrentes que son vecinos de la comunidad de San Joaquín de Barranca de Puntarenas, y sufren un grave problema de falta de agua potable. Señalan que reiteradamente han acudido a las oficinas de la Dirección Regional de Puntarenas sin resultado positivo. Explican que actualmente sus hogares están sin agua. Consideran que esta situación los pone en condición de desigualdad e indefensión, los expone a sufrir enfermedades contagiosas, tienen que ir a ríos cercanos para poder lavar la ropa y bañarse, pero en su comunidad tienen ancianos con capacidades especiales que no tienen esta alternativa, razón por la que invocan el cumplimiento de la Ley 7600 para sus vecinos.Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Regional del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados en Puntarenas, que adopte las medidas necesarias y ejecute las acciones pertinentes para que a los amparados se les proporcione el servicio de agua potable ya sea mediante una fuente pública o en tanques cisternas. Aunado a ello, se les previene que en el plazo de SEIS MESES, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, deberán resolver de manera definitiva el problema de agua potable que aqueja a la comunidad de San Joaquín de Barranca de Puntarenas. CL

14709-09. SUMINISTRO DE AGUA EN LA CARPIO.  Indican los recurrentes que son vecinos de la Urbanización La Carpio. Acusan que en los sectores La Pequeña Gran Ciudad y Las Brisas existe un problema con el acueducto debido a su mal mantenimiento, lo que provocó la contaminación de las aguas, no obstante, el Instituto recurrido se niega a reparar ese problema hasta contar con la autorización de los que manejan el proyecto de vivienda La Carpio. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena  al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que adopte las medidas necesarias y ejecute las acciones pertinentes a fin de que dentro de los seis meses siguientes a la notificación de esta resolución, se corrijan los problemas de suministro de agua potable de los sectores La Pequeña Gran Ciudad y Las Brisas de La Carpio y tomen las medidas correctivas necesarias para que los vecinos de esos sectores, sigan recibiendo el agua potable en la cantidad y calidad que les permita satisfacer sus necesidades básicas indispensables. CL
14823-09. SUPRIMEN SUMINISTRO DE AGUA POTABLE. Alega la recurrente que los encargados del Comité Mini Acueducto Rural de Central Campesina y los Castaños le suspendieron el suministro del agua de manera abusiva y arbitraria por falta de pago. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente; y, a la Vicepresidente; ambos de la Asociación Administradora de Acueducto Rural del Comité Mini Acueducto Rural de Central Campesina y Los Castaños, que, de inmediato, adopten las acciones pertinentes para que se garantice a la recurrente el acceso al líquido vital, mediante la instalación de una fuente de agua pública, a una distancia razonable de la vivienda de la amparada. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial 

14320-09. UNIFICACIÓN DE REDES TELEFÓNICAS. El recurrente pretende el recurrente con la interposición del recurso es solicitar a  través de esta Sala que el Instituto Costarricense de Electricidad suspenda el acto programado para el 12 de setiembre del año en curso, -el cual tiene por objeto la unificación de redes telefónicas de las líneas GSM existentes en el país- por un plazo prudencial de 60 días naturales a efecto de lograr sustituir todas las tarjetas SIM instaladas en los equipos electrónicos instalados en cada uno de los vehículos que sus clientes tienen en circulación ya que el plazo otorgado actualmente es insuficiente y apresurado provocándole a la empresa amparada un perjuicio económico. Con base en lo expuesto en la sentencia, se rechaza de plano el recurso. RP
SUJETO DE DERECHO PRIVADO
15389-09. REBAJO DEL SALARIO A CHOFERES DE BUSES. Reclama el recurrente que desde el 16 de abril labora para la empresa Autotransportes Zapote como chofer de autobús. Señala que existen unidades de servicio en la empresa que el marcador de Contador Electrónico está malo, por lo que se le aplican rebajos en el salario por diferencias entre lo efectivamente recaudado y lo que marca dicho dispositivo. Alega que cuando se ha presentado a realizar reclamos por tal motivo ha recibido amenazas por parte de sus empleadores, pues según su decir, si un chofer pretende interponer algún tipo de denuncia ante cualquier instancia sea judicial o administrativa, no solo será despedido sin ningún tipo de responsabilidad, sino que su nombre será puesto en una lista de acceso a los empresarios para que no vuelva a obtener trabajo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

14169-09. RETENCION DE ENTRADAS PARA JUEGO DE SELECCIÓN DE COSTA RICA. Alega el recurrente que se presentó en el Estadio Ricardo Saprissa para cambiar las entradas del partido de fútbol que se llevó a cabo el próximo cinco de septiembre pasado entre Costa Rica y  México, y las mismas le fueron retenidas ilegalmente. Señala que en la prensa se dio a conocer el gemeleo de las entradas, lo cual -según manifiesta-, es responsabilidad compartida entre la Federación Costarricense de Fútbol y Special Ticket, asunto en el que los aficionados que compraron las entradas de buena fe, no tienen implicación alguna. Considera que retener en forma ilegal las entradas adquiridas de buena fe, es violatorio de sus derechos constitucionales. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por de plano el recurso. RP






